Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 17 minutos.) 


Es un gusto para esta Comisión recibir a los integrantes de la Intergremial de las Artes Escénicas y la Música (ADDU, AUDEM y 
SUA), quienes han solicitado una audiencia a los efectos de hacer sus planteos referidos al Presupuesto. Como ustedes sabrán, 
tenemos una larga agenda, por lo que no hay más remedio que administrar el tiempo; les pedimos, entonces, que procuren hacer el 
mejor uso de él para realizar sus planteos y para que posteriormente podamos formularles las preguntas que consideremos 
necesarias. 


SEÑOR COMESAÑA.- Soy Presidente de la Asociación Uruguaya de Músicos y el motivo de la solicitud de esta audiencia ha sido 
el planteo de la unificación de los artículos 219 a 233, lo que ya tuvo media sanción. 


Estos artículos hacen referencia al patrocinio de las actividades culturales artísticas del país. En principio, no estuvimos muy de 
acuerdo con el planteo que se venía haciendo, es decir, con el articulado original, y en varias reuniones con el Ministerio de 
Educación y Cultura, a través de su Dirección de Cultura -a cargo del profesor Luis Mardones- acordamos lo que hoy venimos a 
proponer a la Comisión. Se trata de un articulado que, incluso, hace referencia a la integración misma de ese Consejo Nacional de 
Cultura. 


Tanto para los músicos como para los artistas de teatro o los bailarines, que participamos en forma directa en la redacción de este 
articulado y llegamos a un acuerdo con el Ministerio de Educación y Cultura, es algo realmente muy importante porque significa una 
revitalización de toda la actividad cultural, a pesar de que no tiene aportes ni costos por parte del Poder Ejecutivo. Tanto el anterior 
como este, son proyectos que no tienen costo. Se respetaron algunos artículos que el Ministerio de Economía y Finanzas había 
planteado en la iniciativa anterior, y a los efectos de dar mayor transparencia y participación, se cambió la conformación del 
Consejo utilizando el principio básico de la descentralización. 


En definitiva, lo que estamos planteando es la unificación de los artículos 219 a 233, porque entendemos que sería un paso 
importantísimo e histórico a los efectos de poder respaldar el arte y la cultura con aportes concretos y beneficios fiscales de las 
empresas que deseen apoyar las distintas actividades. 


Eso es básicamente lo que queríamos plantear subrayando, sí, que fue acordado en su totalidad con el Ministerio de Educación y 
Cultura. Es más, éste reconoció que se mejoró el articulado, precisamente en estos ítems básicos, que son transparencia, 
participación y descentralización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una pregunta para poder entender un poco mejor el tema. Previamente, quiero aclarar a los 
señores Senadores que la delegación nos ha traído un articulado completo que tendría nuevos artículos. 


Ahora bien, a los efectos de que nosotros no cometamos errores, quiero saber qué numeración tomaron en cuenta, si la del 
proyecto de ley que estaba en tratamiento en la Cámara de Representantes o la que figura en el que salió de dicha rama 
parlamentaria y llegó al Senado, porque cambian los números. 


El artículo 219 presentado por los visitantes -es el primero y a él precisamente voy a hacer referencia- correspondería al 219 
nuestro. Dicha disposición hasta ahora dice: "La promoción de proyectos de fomento cultural se efectuará a través del otorgamiento 
de incentivos fiscales a quienes efectúen donaciones a favor de los proyectos y de beneficios fiscales a los promotores de los 
mismos". 


Sin embargo, la delegación nos ha traído un artículo 219 que es largo y que se parece más al 220 nuestro. 


SEÑOR NAVATTA.- Pertenezco a la Asociación Uruguaya de Música y quiero aclarar que lo único que hubo fue un cambio. El 
artículo 219 pasó a ser 220 y el 220 ahora es el 219. Lo demás va a coincidir. 


SEÑOR PRESIDENTE- En una primera mirada me pareció haberlo advertido, pero quise confirmarlo. 
Según dicen quienes nos visitan, esta nueva redacción está acordada con el Ministerio de Educación y Cultura. 
SEÑORA PERCOVICH.- Me gustaría hacer el siguiente comentario. 


Con el cambio de la Comisión por el Consejo -que compartimos, así como también lo comparte la Dirección de Cultura- quizás 
queda desbalanceada la integración del Poder Ejecutivo con relación a las gremiales del arte. Eso quizás haya que balancearlo un 
poco mejor, porque hay fondos de por medio y tal vez deba inclinarse, con algún desequilibrio, a favor de las decisiones que se 
tienen que tomar. 


Quería decir esto, porque hay acuerdo en el Ministerio de Educación y Cultura en el sentido de hacer algunas de estas 
modificaciones. De todas maneras, hay que dotar de fondos a estos artículos, pero esa es una discusión que debemos tener. 


Por otra parte, me gustaría que me explicaran por qué se cambia la distribución del remanente de un proyecto cancelado. En el 
artículo 233 del proyecto de la Cámara de Representantes se distribuía a prorrata entre todos los proyectos que no alcanzaran el 
tope, pero en la nueva redacción va a un fondo común, y me gustaría saber por qué se prevé esto. 


SEÑOR SERRA.- En realidad se termina repartiendo de la misma manera. Luego que el dinero va al fondo común, es repartido de 
la misma manera que se preveía en el proyecto de la Cámara de Representantes, es decir, entre todos los fondos sectoriales. A su 


vez, estos lo hacen en forma proporcional a lo que le falte a cada proyecto para alcanzar el presupuesto de financiación. Es un 
escalón intermedio, pero en realidad es el mismo espíritu y termina siendo lo mismo. 


Asimismo, quiero aclarar que el Presidente de la Comisión, que es el representante del Ministerio de Educación y Cultura, tiene 
doble voto y, por tanto, siempre termina definiendo. En este caso, entre los representantes de los distintos Ministerios y el del 
Congreso de Intendentes, tienen mayoría de votos dentro de este Consejo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que el memorándum que nos deja la delegación contiene los artículos 219 a 232 del Presupuesto 
del Ministerio de Educación y Cultura, que sustituye los artículos que venían de la Cámara de Representantes. Esto ha sido en 
acuerdo entre la Intergremial y el Ministerio de Educación y Cultura. 


Si nadie desea hacer uso de la palabra, agradecemos la presencia de la Intergremial, quienes han hecho un planteo lo 
suficientemente claro y vienen con un aval importante. 


(Se retira de Sala la delegación de la Intergremial de las Artes Escénicas y la Música) 
Material proporcionado por la delegación de la Intergremial de las Artes Escénicas y la Música 
(Ingresa a Sala la delegación del Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un placer para la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores que 
tiene a estudio el Presupuesto Quinquenal 2005-2009, recibir al Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios que, seguramente, viene 
a referirse al tema que tenemos a consideración. 


Como tenemos una larga agenda y los tiempos son limitados, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CAPOTE.- En primer lugar, quisiera agradecer a la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda y, específicamente, 
a la Subcomisión de Audiencias, por habernos recibido. 


El Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios es una organización sin fines de lucro que tiene más de 30 años y que está integrada 
por contadores y abogados. Su finalidad es el estudio de todo lo que hace al quehacer tributario, fundamentalmente lo que refiere a 
la administración tributaria, a las normas. No nos inmiscuimos en temas de política tributaria y ahí cada uno tiene su independencia. 
En esta circunstancia hemos creído oportuno hacer conocer nuestra opinión sobre las normas incluidas en el Capítulo de Recursos 
porque, si bien compartimos el espíritu que las anima, creemos que deberían ser mejoradas y, en algunos casos, clarificadas, ya 
que entendemos que se rompe el equilibrio entre el contribuyente y la administración. 


SEÑOR BARAIBAR.- Si se refieren a normas del Presupuesto, pediría que dijeran la numeración, así seguimos la exposición con 
el articulado. Asimismo, desearía saber si tienen algún documento o distribuido para dejarnos. 


SEÑOR CAPOTE.- Nos referimos a las normas tributarias contenidas en el artículo 422 y siguientes del proyecto de ley de 
Presupuesto aprobado por la Cámara de Representantes. 


Hemos entregado a la Secretaría de la Comisión un material y un disquete que, según tengo entendido, está siendo impreso para 
ser distribuido a los señores Senadores. 


Pediría que el señor Presidente me autorizara a ceder el uso de la palabra al jurista y profesor de la Facultad de Derecho, doctor 
Shaw. 


SEÑOR SHAW.- La preocupación del Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios no es nueva ya que en ocasiones anteriores, 
cuando han existido proyectos de ley similares, también nos hemos pronunciado. 


A modo de breve introducción, podemos decir que el Estado tiene poder de imperio para crear unilateral y coactivamente los 
tributos. Eso lo hace, obviamente, a través del Parlamento y no del Poder Ejecutivo. Una vez que se crea la norma tributaria en 
forma coactiva, la administración tributaria, como acreedora del tributo, está en una situación de sujeción total a la ley, al igual que 
los particulares. Esta es una situación que deja de ser una relación de poder para convertirse en una relación jurídica de carácter 
obligacional. Como el crédito fiscal es digno de tutela, es obvio que la Administración tiene una cantidad de facultades 
extraordinarias para, justamente, investigar, controlar, tomar medidas cautelares, hacer juicios ejecutivos, determinar el monto de 
las deudas, etcétera. Estas medidas se encuentran en el Código Tributario y son muchas, lo que demuestra que la Administración 
tiene armas muy importantes para poder controlar y cobrar los tributos. 


Por otro lado, el mismo Código Tributario se preocupa en gran medida por buscar un cierto equilibrio para proteger los derechos 
fundamentales -individuales o humanos- de los contribuyentes, ante la posible actuación arbitraria de la Administración que, 
precisamente, pueda avasallar esos derechos. Por razones muy comprensibles, muchas veces se ha intentado ese equilibrio. La 
Administración, para ser más eficaz y poder luchar contra el flagelo de la evasión -en esto estamos totalmente de acuerdo- ha 
creado normas masificadas. En varias oportunidades, no se percata de que esas normas o armas pueden llegar a avasallar los 
derechos de los contribuyentes en forma muy importante. 


Creemos que muchas de las disposiciones contenidas en este Capítulo que estamos comentando poseen esa característica, aun 
cuando tienen la misma finalidad de luchar contra la evasión. No podemos referirnos a todas en particular, pero vamos a poner 
algunos ejemplos. El tema del certificado de estar al día con la Dirección General Impositiva es fundamental para realizar una 
cantidad de actividades, pues si no se lo tiene, prácticamente no se puede trabajar. Desde hace tiempo hay normas que establecen 
que si el contribuyente interpuso recursos administrativos o acciones jurisdiccionales en contra de la resolución de la 
Administración, ésta no puede negar los certificados. Uno de los artículos que estamos considerando establece que se pueden 
quitar los certificados cuando se ha logrado una medida o embargo cautelar contra el contribuyente. El problema es que las 
facultades de la Administración para dictar medidas cautelares son mucho más amplias que las que tienen los particulares. Por 
ejemplo, un crédito aún no determinado por la Administración, calculado provisoriamente, con una resolución fundada, va a la 


Justicia y ésta concede la medida cautelar. La Administración logra esto en cuestión de uno o dos días y sin haber liquidado el 
crédito, tan sólo con una presunción de su existencia. Es decir que la medida cautelar se logra rápidamente. 


A su vez, se introduce una norma que dice que si hay medidas cautelares -que, reitero, se obtienen con gran facilidad- se le pueden 
sacar los certificados a los contribuyentes. Esta es la muerte civil, comercial y moral del contribuyente. 


Otra disposición refiere a la publicación, por parte de Director General de Rentas, de la lista de defraudadores. En principio uno 
piensa que al publicarse esta lista se está haciendo algo correcto, porque si la persona es defraudadora es bueno que todo el 
mundo lo sepa. No obstante, creo que hay que tener cuidado con estas son normas, porque si bien estoy de acuerdo en que se 
publique la lista de defraudadores, pero ello una vez que haya sido confirmado por la Justicia que esa persona es un defraudador. 


Existe un tema que ha sido muy discutido a nivel doctrinario, referido a si la Administración puede hacer acuerdos con los 
contribuyentes. Al respecto, hay una norma que establece que éstos se pueden realizar, pero sólo hasta 150 días posteriores de 
iniciadas las actuaciones inspectivas de la Dirección General Impositiva. Ante esto nos preguntamos por qué se pueden hacer 
acuerdos solamente hasta 150 días y no después. Muchas veces, ocurre que en ese período ni siquiera la propia Administración ha 
determinado cuál es el crédito que el contribuyente tiene y, sin embargo, está habilitado para hacer acuerdos sólo hasta ese plazo. 
Entonces, uno piensa que si el día 151, que está por llegar, no puede hacer un acuerdo y lo amenazan con sacarle el certificado o 
publicarlo como defraudador, el efecto de presión indebida que esa norma deja en manos de administración tributaria perjudica a 
los buenos contribuyentes. Digo esto, porque hay muchos medios para perseguir a los defraudadores, pero el problema es que 
estas normas se terminan utilizando contra defraudadores y contra quienes no lo son, con el afán de cubrir las finalidades 
recaudatorias que la realidad impone, pero avasallando totalmente los derechos de los particulares. 


Hay otras disposiciones que el Instituto considera no sólo inconvenientes, sino también inconstitucionales, porque lo que hacen es 
perjudicar o ir en contra del principio del debido proceso de la separación de Poderes, porque el contribuyente se ve compelido a 
tener que aceptar lo que dice la Dirección General Impositiva sin tener posibilidad de defenderse, lo que va contra el principio 
constitucional fundamental del debido proceso. 


Otra norma que se menciona allí y que se critica es la referida a la responsabilidad de directores de empresas. El Código Tributario 
establece que pueden ser responsables del impuesto los representantes legales y voluntarios, cuando tienen culpa o actúan con 
dolo. Asimismo, está la actuación personal en materia de infracciones y sanciones tributarias, porque hay un principio penal 
fundamental que es del debido proceso, así como la actuación personal del implicado. En el IRIC hay una norma que establece la 
responsabilidad objetiva de directores y socios. Se discute si ella está derogada o no por el Código Tributario. Bajo una norma 
interpretativa se dispone que la responsabilidad de socios y directores en el IRIC es objetiva, por lo que no está derogada; pero se 
le agregan las sanciones, no sólo por el impuesto, sino también por las propias sanciones. Es decir que ese socio o director puede 
ser responsable objetivamente, sin tener culpa y mucho menos dolo, no sólo del impuesto, sino de las sanciones. Esto va 
absolutamente en contra del principio que está establecido para todos los tributos con carácter general, en los artículos 21, 104 y 
siguientes del Código Tributario. Por lo tanto, no vemos la razón para insistir con una norma de ese tipo que es absolutamente 
inconveniente en cuanto a la responsabilidad objetiva y, sobre todo, la parte punitiva, además, con respecto a un impuesto en 
particular, cuando en todos los demás de la Dirección General Impositiva rige el principio de la culpabilidad y de la acusación 
personal. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Se está haciendo referencia a los artículos 425 y 426? No sé si comparten que la declaración por vía 
interpretativa retrotrae los efectos hacia la ley original. 


SEÑOR SHAMW.- Siempre y cuando sea verdaderamente interpretativa, porque el hecho de que el Legislador diga que lo es, no lo 
transforma en tal y la Suprema Corte de Justicia puede decir que no es interpretativa, sino innovatoria. 


SEÑOR ALFIE.- Habría que hacer un recurso de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR SHAMW.- Hay un mecanismo de cierre de establecimientos que se modificó, precisamente a raíz de una intervención de los 
especialistas en la materia. Me refiero a la clausura de establecimientos cuando hay -voy a decirlo en términos vulgares- ventas 
"negras". Hay una hipótesis muy genérica que dice que cuando se controvierte el régimen general de normas de documentación - 
puede ser algo absolutamente mínimo- la Administración puede, por una ley cuyo número no recuerdo bien pero que está citada 
allí, clausurar el establecimiento hasta por seis días. Esto fue sancionado por el Parlamento, pero se modificó a raíz de una 
iniciativa que elaboró el Instituto, estableciéndose que debía tener intervención judicial por tres días; es decir que el Juez tiene tres 
días para pronunciarse. El debido proceso queda entonces limitado a sólo tres días, lapso en que los particulares pueden 
presentarse ante el Juez. En caso de que el Magistrado no se pronuncie en ese período, la Administración procederá a clausurar el 
establecimiento. Ahora, este período se extiende a 30 días. 


Quiero aclarar que cuando las sanciones a las infracciones son punitivas, no se pagan hasta que la Justicia se pronuncie. 
SEÑOR NUÑEZ.- ¿Esto es para la temporada? 
SEÑOR SHAW.- No, para todo, y además, en caso de reincidencia. 


Hay que tener en cuenta que, a diferencia de la multa, que se paga cuando ya falló el Tribunal de lo Contencioso Administrativo a 
favor de la Administración, la clausura es inmediata y produce un efecto y un daño irreparables. Entonces, me parece demasiado 
extender la sanción a 30 días; ya es mucho el lapso de seis días con tres de intervención judicial. No pretendemos volver atrás, 
pero tampoco queremos que la sanción se extienda por 30 días; lo consideramos una locura. Además, si esto ocurre durante la 
temporada -como dice el señor Senador- prácticamente se estaría clausurando el establecimiento por la temporada, cuando quizás 
el motivo de clausura es que no cumple exactamente con todos los requisitos de documentación, que a veces son un fárrago y no 
necesariamente son importantes. 


Aclaro que con esto no quiero decir que la Administración vaya a actuar en forma indebida, pero las normas habilitan a eso; 
también habilitan a la presión, que incluso tienen los propios inspectores de la Dirección General Impositiva por recaudar. Todos 


tienen presión: desde el Director hacia abajo. A veces, la Administración utiliza esas armas porque son eficaces contra los 
defraudadores, pero en definitiva se usan para todo el mundo. 


En el documento que entregamos están comentadas otras normas, pero en aras de la brevedad sólo hicimos referencia a las 
principales. 


SEÑOR ALFIE.- Me disculpo por haber llegado tarde, motivo por el cual no sé si se hizo algún comentario sobre el artículo 422. Los 
invitados me acotan que sí, que se habló sobre esa norma, por lo que luego leeré la versión taquigráfica. 


De todas formas quiero saber, concretamente, si hablaron con la Dirección General Impositiva, ya que cuando estuvieron acá 
hicieron una exposición muy extensa, pero no se trató este tema. Quiero saber a qué se refiere este artículo 422 cuando dice "en la 
hipótesis de defraudación afecten la solidaridad ciudadana". Mi pregunta es si ya hablaron con la Dirección General Impositiva y 
saben qué quiere decir. 


SEÑOR SHAMWM.- En realidad, el señor Presidente pidió una entrevista al Director General de Rentas, pero todavía no la concedió. 
Decir que se afecta la solidaridad ciudadana es una expresión tan amplia como, al hacer referencia a la clausura, decir que se 
afectan las normas generales de la documentación. Es de una amplitud tal que cabe cualquier cosa; prácticamente da vía libre para 
declarar defraudadores, publicarlo y someterlos al escarnio público, sin tener en cuenta los daños que eso puede ocasionar a un 
contribuyente, empresa contribuyente o, incluso, a una persona física, cuando todavía no ha habido un pronunciamiento definitivo 
de la Administración y mucho menos del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que es el órgano que controla la juridicidad de 
la actuación de la Administración. 


Reitero que estas son las normas que venimos a impugnar, porque creemos que son muy peligrosas y rompen un delicado 
equilibrio que el Código Tributario establece entre los legítimos derechos e intereses del Fisco para el cobro, contralor y castigo a 
los defraudadores e infractores en general, y la protección de los derechos individuales. El Código uruguayo es un ejemplo, y ese 
equilibrio ha sido ponderado no sólo por la doctrina nacional sino también por la internacional. Consideramos que romper ese 
equilibrio es un atraso importantísimo del Estado de Derecho. 


Reitero que no se trata de que el Código Tributario no dé facultades a la Administración, pues sus artículos 68 y 70 le dan 
facultades extraordinarias muy importantes en materia de fiscalización, y puede pedir todo lo que quiera. 


Entre las normas criticadas figura la relativa al secreto profesional, que se quitaba. Aunque este tema ya fue desglosado en la 
Cámara de Representantes, el texto nuevo tampoco conforma mucho, pero no hubo tiempo de tratarlo cuando se hizo el informe 
del Instituto. Sí les anticipo, sin embargo, que la Cátedra de Derecho Financiero de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República está elaborando un informe más o menos en estas líneas, en el que incluso se comenta el nuevo texto relativo al secreto 
profesional. 


SEÑOR HEBER.- Me sorprendió que el doctor Shaw manifestara que todavía no han tenido una reunión con el Director General de 
Rentas. Creo que lo lógico hubiera sido que antes de remitir el proyecto se consultara nada más ni nada menos que al Instituto 
Uruguayo de Estudios Tributarios, de modo de contar con la garantía del estudio jurídico y de los principios en que está basado el 
andamiaje del Derecho Tributario. 


Realmente me sorprendió y quería confirmarlo. ¿No ha dado una entrevista el Director General de Rentas al Instituto Uruguayo de 
Estudios Tributarios para discutir estas normas? Si tan seguro está de ellas, supongo que no tendrá inconveniente en discutirlas 
con ustedes, que son especialistas en la materia. 


SEÑOR CAPOTE..- Efectivamente es así. Nosotros solicitamos la entrevista en forma simultánea a las Comisiones de Hacienda de 
la Cámara de Representantes y del Senado, al señor Director General de Rentas y al Ministerio de Economía y Finanzas. Ya 
hemos conversado a nivel del Ministerio y hemos venido al Senado, y tenemos entendido que posiblemente la semana próxima nos 
sea concedida la audiencia con el Director General de Rentas. De todas maneras, el mismo documento que entregamos acá se lo 
hicimos llegar a él, tratando de mantener el tema en la máxima reserva, por lo menos durante los primeros días, ya que después 
comenzó a circular entre los socios. 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- Simplemente deseo hacer dos acotaciones que me parecen importantes -y habían sido analizadas 
previamente en el seno del Instituto- relacionadas con la ubicación de estas normas dentro de otra de carácter presupuestal. Creo 
que es bueno que se insista un poco sobre este aspecto y, a nuestro juicio, es recomendable que desde el punto de vista técnico y 
normativo sea tratado de una forma especial dentro de los ámbitos de especialización jurídica. Yo soy contador, pero dentro de 
esos ámbitos existen, obviamente, leyes especiales, una de las cuales está en pleno estudio y elaboración, y la otra está contenida 
en el Código Tributario. 


Lo único que hace la acumulación de diferentes normas es ir contra el loable propósito de luchar contra la evasión. Precisamente, 
me parece que al respecto el Instituto ha sido siempre un paladín en el análisis de esas situaciones, siempre dentro de lo 
razonable, lo equitativo y lo justo. 


Por otra parte, hemos estado pensando que el tema sancionatorio es de una enorme importancia en lo relativo a la estructura del 
sistema tributario, y no solamente constituye una herramienta de la Administración, sino también un indicador y un orientador de 
conductas en materia tributaria. Por lo tanto, nos parece que debería encararse un análisis sistemático de toda la problemática 
sancionatoria. Cuando nos referimos a un análisis sistemático estamos hablando de hacer un estudio de tal magnitud que 
comprenda todos los aspectos que un sistema sancionatorio tiene, no solamente desde un punto de vista estrictamente jurídico y 
con consecuencias jurídicas, sino también con consecuencias económicas. Digo esto porque, en el fondo, el cierre de un 
establecimiento tiene consecuencias económicas, así como las tiene someter a un empresario o a un sujeto pasivo al escarnio 
público, pero también las tienen los niveles de sanciones con mora y recargos, que realmente no condicen con la situación actual ni 
con lo que a nuestro juicio -por lo menos, al mío- debiera ser un complemento sancionatorio por la falta de pago en tiempo y forma 
de un impuesto. 


SEÑOR MOREIRA.- Hemos escuchado con atención los argumentos expuestos por los señores integrantes del Instituto y debo 
decir que nos parecen muy de recibo; es más, estamos absolutamente de acuerdo. 


Francamente, este tema de la publicidad de sanciones aplicadas en vía administrativa sin la tutela jurisdiccional correspondiente, 
nos parece una extralimitación. A nuestro juicio, puede lesionar derechos fundamentales sin las garantías del debido proceso, como 
decía el doctor Shaw. Según lo que leí de vuestro informe, sólo puede admitirse la publicidad cuando el órgano jurisdiccional 
imparcial ha determinado en forma definitiva que un sujeto pasivo ha incurrido en defraudación tributaria. Creo que es la garantía 
que nuestro ordenamiento jurídico positivo concede a todos los contribuyentes. Por lo menos en lo que refiere a la Bancada del 
Partido Nacional, en principio coincidimos con ustedes en la tutela de estos derechos que consideramos esenciales. 


Por otra parte, queremos señalar -como también decía el doctor Shaw- que con el ordenamiento jurídico vigente y con los poderes 
que tiene la Dirección General Impositiva en la actualidad, hemos visto un ascenso en la recaudación como consecuencia de una 
actividad, quizás, más eficiente, sin necesidad de recurrir a un nuevo marco jurídico que esté fuera de órbita en cuanto a sus 
potestades. 


Por lo tanto, en lo que respecta a la Bancada de nuestro Partido, consideramos que el texto de estos artículos debe ser modificado. 


SEÑOR ALFIE.- Compartimos las expresiones del señor Senador Moreira. Claramente, la publicidad no es para el escarnio público, 
y si ese es el único fin, no tiene sentido. 


Desde ya, adelanto que estamos de acuerdo con los cambios propuestos. De hecho, los habíamos planteado en más de una 
oportunidad en casi todo el articulado que refiere a normas tributarias. Sin embargo, quisiera hacer una pregunta sobre algo que 
estoy seguro no comentaron, aunque quizás no les merecía ninguna opinión. Estoy hablando de los artículos 432 y 433, que 
refieren a facultades para hacer convenios. No sé si el Instituto tiene algún comentario especial en torno a ellos, porque tengo una 
posición al respecto, pero me gustaría escuchar a los especialistas. He consultado con alguno, pero ninguno del Instituto, y por eso 
les estoy preguntando acerca de estas facultades extraordinarias que, a mi criterio, privilegian a la caja y al que tiene plata en 
detrimento de la actuación profesional, por decirlo de alguna manera. 


SEÑOR NUÑEZ.- Antes de que haga uso de la palabra el doctor Shaw, quisiera hacer un comentario. Le pedí una interrupción 
cuando estaba realizando su intervención para decir que el artículo al que se estaba refiriendo trataba, básica y solamente, de los 
casos de establecimientos de temporada. Si él se estaba refiriendo al actual 423, es así -y quiero dejarlo aclarado en la versión 
taquigráfica- porque esa disposición incorpora un conjunto de incisos al texto del artículo 116 del Título | del Texto Ordenado, que 
sólo se refiere a los casos de establecimientos de temporada. Quiere decir que la posibilidad de extender a treinta días la 
suspensión sólo alude a ese tipo de establecimientos y no a otros. Esa es la aclaración que quería hacer. 


SEÑOR SHAM.- Me estaba refiriendo al inciso final del artículo 428 del texto aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Ha quedado aclarado el punto. De todos modos, no voy a alargar mi intervención, porque mi opinión sobre este 
tema la voy a plantear en otra oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa debe informar a los señores Senadores y a la delegación que nos hemos extendido en el tiempo. 
Sin perjuicio de ello, tendrán la posibilidad de dejar su mensaje final. 


Desde la Presidencia, y de la misma manera en que se han expresado algunos Senadores en un sentido, quiero que sepan que 
este Senador tiene una posición totalmente contraria. 


SEÑOR SHAMW.- Según lo que interpreto, el señor Presidente nos solicita que no hagamos conclusiones finales, sino que nos 
aboquemos a las respuestas, ¿es así? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que nos hemos extendido en el tiempo que disponemos para cada delegación -que es de 
15 minutos- y que estamos atrasados. 


SEÑOR SHAM.- El tema que plantea el señor Senador Alfie relativo a los acuerdos, ha sido muy discutido a nivel doctrinario y a 
nivel del Derecho comparado. Muchos consideran que la Administración no puede disponer del crédito fiscal libremente, sino que 
está obligada a cobrarlo. 


Este tema se ha tratado en recientes congresos latinoamericanos de Derecho Tributario -concretamente, en el último- y se llegó a 
una conclusión -además, hay una norma en el Derecho uruguayo a este respecto- sobre la situación que se da cuando hay dudas 
sobre los hechos. La Administración no puede resignar -esta es, en general, la posición doctrinaria en Derecho comparado- su 
crédito en un acuerdo, si no es que hay dudas sobre los hechos para poder determinar la situación. Esto no está presente en este 
artículo, aquí no se hace ningún tipo de aclaración y lo que permite -valga la vulgaridad- es el remate entre contribuyentes, "pague 
tanto, le doy tanto, acepto tal cosa". 


Lo más grave -no sé si el señor Senador Alfie estaba presente cuando hablé de esto- es que son sólo 150 días después de 
realizadas las actuaciones respectivas. ¿Por qué 150 días? La Administración a veces se pasa cinco años con medidas cautelares 
y no dictó el acto de liquidación definitiva. Entonces, pasan cuatro o cinco años con medidas cautelares, que renuevan y vuelven a 
renovar, y los Jueces conceden casi gratuitamente. Entonces, ¿por qué ese apuro de 150 días? Uno tiene que pensar que está 
vinculado a la presión de "te denuncio como defraudador o te saco el certificado, para que aceptes lo que yo quiero". Es una 
conjetura, no atribuimos intencionalidad, pero la norma lo permite. Ese es el riesgo. 


Finalmente, en nombre de todos, quiero decir que, teniendo por delante una reforma tributaria, tal como lo ha anunciado el 
Gobierno, lo que pretendemos es que estos artículos se desglosen y se discutan en el marco de dicha reforma. En esa instancia 
tendremos el tiempo suficiente para debatir sobre estos temas. Además, es inconveniente que este tipo de normas se incluyan en 
una Ley de Presupuesto que, por razones constitucionales, hay que aprobar dentro de determinados plazos. 


SEÑOR MICHELINI.- Aclaro que la reforma tributaria tiene que ver con impuestos y estas disposiciones están relacionadas con la 
defraudación. 


SEÑOR SHAM.- Sin duda, señor Senador; pero estas disposiciones tienen que ver con la posibilidad de aplicar sanciones, quitar 
certificados, acuerdos compulsorios en determinado plazo y no más allá de él, responsabilidad objetiva siendo socio de una 
sociedad y están inspiradas en que, a veces -es cierto, no lo negamos- esas normas benefician a algunos socios que hacen una 
defraudación en una empresa. No obstante, para acabar con la rabia no podemos matar al perro. No todos los socios actúan de la 
misma manera, pero esta norma propone matar al perro como forma de terminar con la rabia. Del mismo modo, la aftosa se quiso 
combatir matando a las vacas, pero eso se logró con la administración de la vacuna. 


Lo que pretendemos, entonces, es tener la posibilidad de discutir. Además, tenemos muchas soluciones para proponer. Por eso, 
desde ya quedamos a las órdenes del Senado para analizar todos estos temas y así poder mejorar muchas cosas como, por 
ejemplo, las que mencionó el contador D'Alessandro. Lo cierto es que estos temas hay que discutirlos con tiempo. El Código 
Tributario no se puede modificar de un día para el otro pues, como todo Código, tiene un equilibrio, y cuando se pretende quitar una 
norma de determinado lugar, ese equilibrio se rompe. En nuestra opinión, esto no puede pasar. 


SEÑOR BARAIBAR.- Agradecemos la presencia de la delegación del Instituto Uruguayo de Estudios Tributario, el planteo de su 
inquietud, su preocupación y el documento que nos han distribuido, que vamos a leer con mucha atención, así como los conceptos 
vertidos. Sin duda, hay una voluntad real del Poder Ejecutivo de avanzar -más allá de la reforma tributaria y de las modificaciones 
aportadas por el señor Senador Michelini y que, a su vez, le hizo el doctor Shaw- en esta materia, sin perjuicio de que sea 
necesario revisarla. 


En la mañana de hoy, el señor Senador Núñez decía que están inspiradas, en general, en un espíritu de riesgo para defraudadores 
e incumplidores. Esta es la finalidad principal que tienen estas normas que se incorporan. 


Gracias a la acción del Presidente de la Comisión, que está llevando adelante una agenda muy ajustada, estamos avanzado 
rápidamente, pero tenemos todavía algunos días por delante. 


Quiero subrayar la importancia -hablo a título personal, pero sin duda es el pensamiento de toda la bancada- de que ustedes 
tengan una reunión con el Director General de Rentas, el contador Zaidensztat, para hablar precisamente sobre estas 
observaciones y preocupaciones. 


Digo esto porque hay una doble circunstancia. Por un lado, hay una cuestión de orden político, ya que el contador Zaidensztat 
viene del Gobierno anterior, pues cuando nuestro colega, el señor Senador Alfie, era Ministro de Economía y Finanzas, el contador 
Zaidensztat, a su vez, era Director General de Rentas. Por esa razón, el Gobierno entendió que era necesario que en un cargo tan 
sensible, como el de Director de la recaudación impositiva, se mantuviera una persona que, por su origen, diera garantía a todos. 
Aparentemente, después de la intervención de ustedes, no está dando demasiadas garantías, pero sin duda su experiencia esta 
fuera de discusión. 


Por otro lado, el contador Zaidensztat lleva alrededor de cinco años en este cargo, por lo que tiene mucha experiencia. Sé que su 
preocupación -porque lo he hablado con él- radica en el uso de las normas para impedir que los defraudadores y los incumplidores 
logren sus objetivos. Como recién se señalaba, tal vez nuestro Derecho Tributario sea un modelo en la materia, y ahora se busque 
avanzar para tratar de tener una mayor eficacia a la hora de controlar el delito. Esa es la preocupación que hemos percibido -no 
digo que éste sea exactamente el pensamiento del contador Zaidensztat- y que también hacemos nuestra. 


Es evidente que el aumento de la recaudación hace que aumente el producto, pero, además, tiene que aumentar la eficiencia. El 
Gobierno ha hecho un gran esfuerzo para dotar a la Dirección General Impositiva de recursos importantes, para tener técnicos que 
decidan y para que, de una vez por todas, decidan de qué lado del mostrador van a estar y que, en definitiva, tengan una 
remuneración adecuada y digna para quedar del lado del mostrador del Estado y, al mismo tiempo, poder cumplir con vocación y 
convicción esa actividad. 


Para terminar, quiero decir que creo que es muy importante que se reúnan con el Director General de Rentas No tengo la menor 
duda de que esa ocasión se va a dar y de que, a partir de las conclusiones -hay dos puntos de vista muy técnicos con la teoría y la 
práctica de un lado y del otro- producidas por el intercambio de opiniones, podremos brindar un aporte que nos esclarecerá a 
quienes somos Legisladores pero no especialistas en este tema y que, sin duda, a la hora de legislar tratamos de hacerlo con la 
mejor información y apostando a la excelencia, aunque sabemos que es un ideal inalcanzable. 


SEÑOR SHAM.- No nos cabe la menor duda de la buena intención del Director General de Rentas y de sus asesores a la hora de 
elaborar estas normas; lo que ocurre es que a veces, con el afán de perseguir a los defraudadores, se dictan normas que son como 
una navaja en manos de un mono, porque terminan aplicándose contra los buenos contribuyentes, que es a quienes queremos 
proteger. Por supuesto que no tenemos que proteger a los defraudadores. Es muy común que la administración tributaria cree este 
tipo de normas pensando que se van a aplicar de la mejor manera, pero siempre hay alguien que hace estragos. 


En consecuencia, cuando hablamos de avances hay que tener cuidado, porque pueden convertirse en retrocesos. Digo esto 
porque todos sabemos que de buenas intenciones está empedrado el camino al infierno. 


Nada más. Muchas gracias. 

(Se retira de Sala la delegación del Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios) 

Material proporcionado por la delegación del Instituto Uruguayo de Estudios Tributarios 

(Ingresa a Sala la delegación de la Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular) 

SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene el agrado de recibir a los miembros de la 
Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular, quienes han solicitado una entrevista con el fin de referirse, seguramente, a 


algún artículo de este proyecto de Presupuesto que estamos tratando. 


SEÑOR FIANDRA.- Agradecemos que nos hayan recibido, porque lo que venimos a exponer nos parece muy importante para la 
salud cardiovascular. 


Nuestra Comisión, que es un ente público no estatal, fue creada hace diez años ante la preocupación del Gobierno porque las 
enfermedades cardiovasculares -que es la principal causa de muerte en el Uruguay- constituía un grave problema por su alta 
incidencia y el costo enorme que representa para el país: alrededor del 2% del Producto Bruto Interno, es decir, unos 
U$S 400:000.000 anuales. La idea era, siguiendo el ejemplo de otros países, tratar de disminuir de alguna manera esa incidencia. 


Cuando se estudió el problema de cuál debía ser la asignación para poder trabajar con eficacia, la Comisión que había estudiado la 
creación de la Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular, muy altamente competente, con delegados de la Facultad de 
Medicina, del Ministerio de Salud Pública, de la Sociedad Uruguaya de Cardiología, de Procardias, de la FEMI y del Sindicato 
Médico, estableció que se necesitaba entre U$S 1:300.000 y U$S 2:000.000 anuales. 


Por un error increíble, una errata de la ley -espero que así haya sido- el impuesto que debía ser aplicado al IMESI del tabaco -una 
de las principales causas de las enfermedades cardiovasculares- en lugar de imputarse a ese IMESI se impuso, con total 
inadvertencia del Poder Legislativo, a las bebidas alcohólicas, lo que nos da un 10% de lo estipulado. Después, ante nuestras 
solicitudes, se nos agregó algo, pero siempre una cantidad muy inferior a la que había sido calculada. 


Pese a todo, desde que estamos funcionando -hace diez años- la mortalidad por enfermedades cardiovasculares ha descendido 
constantemente, con un 2,1% anual de promedio. Esto se logró por la vía de enseñar a la población, dentro de nuestras 
posibilidades económicas, cuáles son los factores de riesgo y cómo deben ser evitados. Elegimos, sobre todo, a los jóvenes y a los 
niños -nuestros recursos económicos no nos alcanzaban para más- porque consideramos que eran los más fértiles candidatos para 
asimilar nuestras enseñanzas. 


También, y cumpliendo con lo dispuesto por la ley, tratamos de compensar ciertos aspectos de la terapéutica cardiovascular que no 
se han desarrollado bien en el país. Uno de ellos es la enseñanza de la reanimación cardíaca. La muerte súbita, que estimamos 
sufren unas 5.000 personas anualmente, es un paro cardíaco generado por una enfermedad coronaria o por un trastorno del ritmo 
cardíaco. La única forma de salvar a un paciente ante un problema de este tipo es haciéndole, inmediatamente, la reanimación 
básica, que es algo que puede y debe aprender todo habitante del país. Hay que tener en cuenta que después de producido el paro 
cardíaco, se dispone de sólo cinco minutos para que la persona, tratada posteriormente con métodos más avanzados, pueda 
recuperar su salud integral. Después de esos cinco minutos puede recuperar funciones vitales para el resto del organismo pero no 
para el cerebro; es decir que queda en situación de descerebración y, al final, muere. 


Consideramos que esto es muy importante y lo estamos enseñando con muy baja intensidad; ya lo hemos hecho con los 
patrulleros de Montevideo -que tienen muchas ocasiones de atender paros cardíacos- en aeropuertos, en escuelas, en Clubes de 
Leones, en fin, en una serie de grupos humanos, para que puedan prestar esa asistencia en caso de que se produzca un paro 
cardíaco. Sin embargo, estamos muy lejos de que por lo menos el 90% de la población conozca cómo ocurre un paro cardíaco y, si 
es posible, salve al paciente. Estoy seguro de que si alguno de los que estamos presentes tuviera un paro cardíaco y no hubiera 
alguien que lo pudiera reanimar, moriría antes de que llegara una ayuda eficaz. Lo cierto es que a veces muere una persona que 
está en plena vida, un padre de familia que deja huérfanos, etcétera. Es algo terrible. 


Por otro lado, vemos que la genética está avanzando en el mundo de una forma tremenda. Va a llegar un momento en que se 
obtendrán logros inmensos, y no hablo de un futuro muy lejano sino sumamente próximo, dentro de dos o tres años. Recuerden 
que en 1998 se dijo que el genoma humano iba a estar pronto para el año 2020 y, sin embargo, gracias a la unión de los Centros 
de París, Tokio, Washington y Heidelberg, se consiguió en el año 2000. 


Es decir que la genética está avanzando tremendamente y no podemos permanecer ajenos a su tecnología porque, de lo contrario, 
va a pasar mucho tiempo antes de que el Uruguay se prepare y esa disciplina sea accesible a todos los habitantes. 


¿Cuál es, entonces, el motivo que nos ha traído? Hemos pedido a todos los Gobiernos anteriores que consideraran este aspecto y 
corrigieran la errata de la ley. Al parecer ha sido imposible; entonces, lo que pretendemos ahora -aunque sea mediante un 
compromiso de gestión- es que se eleve el monto que estamos recibiendo a fin de poder llevar a la práctica todo lo que ya hemos 
aprendido y la eficacia que hemos demostrado. 


A fin de que esté a disposición de todos los miembros de esta Comisión, hemos entregado un resumen de lo que hemos dicho, con 
las pruebas correspondientes. Los señores Senadores se preguntarán a cuánto aspiramos. Concretamente, aspiramos a 
$ 25:000.000 anuales, lo que podría darse bajo un compromiso de gestión; es decir que si no los gastamos, los devolvemos, pero 
nos permitiría avanzar mucho más eficazmente que lo que lo hemos hecho hasta ahora. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿En qué artículo y en qué Inciso se encuentra? 
SEÑOR MAUVEZIN.- Acoto a la Comisión, que estos artículos están en la parte de subsidios e incentivos. 


El problema fundamental sería el siguiente. En mérito a lo que se cobra por IMESI, que es insuficiente, y en mérito también a que 
no tenemos la certeza de cómo va a quedar ese impuesto luego de que se haga la reforma tributaria que se está proyectando, se 
solicita que se aumente el subsidio en una cifra razonable, puesto que lo que se ha expresado en este proyecto de ley de 
Presupuesto es exactamente la cantidad que se percibía hasta el momento. O sea que en la actualidad se percibe algo por IMESI y 
algo por subsidio, y lo que seguirá recibiendo por IMESI es de dudosa percepción porque queda supeditado a la reforma tributaria. 
Por lo tanto, sería esencial un aumento en cuanto a la cantidad del subsidio. 


También convendría acotar que el Ministerio de Salud Pública delegó totalmente a la Comisión Honoraria para la Salud 
Cardiovascular, la implementación de los programas para la salud cardiovascular, por lo que la prevención de cualquier tipo la va a 
ejecutar la Comisión, y para ello precisaría estos fondos. 


SEÑOR NUÑEZ.- Es pertinente la aclaración realizada por el Asesor Letrado de la Comisión en la medida en que hay partidas que 
cobra la Comisión Honoraria que dependen de la percepción del IMESI a los alcoholes y que no están en este Presupuesto. Lo 
único que consta en este articulado del Presupuesto es la partida fija que se da por subsidio. O sea que aquí hay una partida de 
subsidios, aunque además perciben otra partida. En realidad, ellos consideran que el monto es insuficiente y que lo que se recauda 
por el impuesto puede ser modificado pero, obviamente, esa modificación no implicaría reducción porque tendrá que preverse que 


deja de cobrarse esta partida. Lo que se busca, entonces, es ampliar la partida presupuestal en la medida en que, como dije, 
consideran que los montos son insuficientes y el IMESI del alcohol no contempla sus aspiraciones 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuánto es lo que cobran por IMESI? 
SEÑOR FIANDRA.- Cobramos $ 4:000.000. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 412 está la partida actual de $ 2: 016.477, que solicitan que se aumente en $ 25:000.000. 


SEÑOR DA ROSA.- Trato de razonar el camino a seguir para contemplar el planteo. Creo que, en general, todos aquí estamos de 
acuerdo en estudiar la posibilidad de incrementar esa partida; el problema radica en los caminos para poder hacerlo. Naturalmente 
que para incrementar gastos se requiere la iniciativa del Poder Ejecutivo y eso podría depender de la eventualidad o no de la 
existencia del Mensaje. Ese será un tema que lo dilucidará el Poder Ejecutivo en las próximas horas. 


La otra posibilidad que podemos tener y que planteo como alternativa es buscar un consenso para retocar otro de los subsidios o 
partidas que están asignadas dentro del artículo 412, para incrementar la partida asignada a la Comisión Honoraria para la Salud 
Cardiovascular. De lo contrario, desde el punto de vista jurídico no tenemos muchas alternativas para incrementar esta asignación. 


Por tanto, se necesita un Mensaje Complementario del Poder Ejecutivo que permita un incremento de la partida para la Comisión o 
algún tipo de acuerdo para retocar otras partidas que están asignadas y, sin aumentar el gasto, incrementar la asistencia para la 
referida Comisión. 


Estoy tratando de ser práctico en cuanto a los caminos que podemos tener para encarar una cuestión que estoy seguro que todos 
los señores Senadores aquí presentes comparten. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos recibido vuestro planteo y, como verán, preocupa a todos los Senadores, pero las circunstancias 
son como las acaba de plantear el señor Senador Da Rosa. Por la distribución de los subsidios, resultaría extremadamente difícil 
llegar a una partida de $ 25:000.000 haciendo un retoque de los otros subsidios. De todas maneras, queda planteada la 
preocupación en la Comisión. 


SEÑOR FIANDRA.- Comprendo que el problema económico del país es importante y no es tan fácil poner dinero para una 
Comisión que tiene como fin tratar de que muera menos gente. 


Dejando de lado el problema humano -es decir, el de lograr la sobrevida de los seres humanos- hay también un problema 
económico que se podría mejorar. En este sentido, gastamos U$S 400:000.000 como consecuencia de las muertes por 
enfermedades cardiovasculares en el país. De modo que si pudiéramos mejorar nuestra acción, tendríamos mucha más posibilidad 
de aumentar significativamente ese 2% de reducción de las muertes, que hay hasta ahora. Por supuesto que la cifra que pedimos 
es un tope, pero una ayuda más significativa que la actual también sería muy bien recibida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular. 
(Se retira de Sala la delegación de la Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular) 

Material proporcionado por la Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular 

(Ingresa a Sala la delegación de la Caja Notarial de Seguridad Social) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a la delegación de la Caja Notarial de Seguridad Social que han solicitado una 
audiencia con la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores, a los efectos de conversar sobre 
aspectos del Presupuesto que los involucra. 


Como el tiempo del que disponemos es limitado, les cedemos la palabra. 


SEÑOR CRISPINO.- Soy el escribano Enrique Crispino, Presidente del Directorio de la Caja Notarial de Seguridad Social, y me 
acompaña el escribano Guillermo Bonifacino, que es su Vicepresidente. 


En nombre de la Caja Notarial agradecemos a la Comisión que hayan tenido la gentileza de recibirnos. La razón de que estemos 
aquí, es la preocupación que le crea a la Caja Notarial el artículo 112 -creo que en el proyecto que está considerando el Senado es 
el 113- del proyecto original del Poder Ejecutivo. Dicha norma involucra a varias instituciones vinculadas con el notariado, por lo que 
aquí estamos dando el punto de vista de la institución que representamos, la Caja Notarial de Seguridad Social. 


Como todos los señores Senadores conocen, la Caja Notarial de Seguridad Social es un colectivo que ampara a los escribanos, a 
los empleados de escribanía, y a los empleados de la propia Caja Notarial y de la Asociación de Escribanos del Uruguay. La Caja 
Notarial tiene 60 años de vida, cuenta con financiamiento directo de sus afiliados y con una previsión legal que existe desde su 
creación, que exonera al Estado de cualquier tipo de responsabilidad respecto de su marcha y existencia; es decir que la Caja vive 
y depende del aporte de sus afiliados. 


Este artículo al que nos referimos proyecta la creación de un protocolo para la Dirección General Impositiva que, como los señores 
Senadores deben saber, es el registro en el que los escribanos asentamos nuestras intervenciones. Por tanto, es un registro que 
lleva el escribano y no una institución. Si bien históricamente existieron cuatro o cinco instituciones que, en forma excepcional, 
tuvieron protocolo, la tendencia llevó a ir eliminándolos por distintas razones. Con esta norma, se proyecta la posibilidad de que en 
ese protocolo se asienten intervenciones de todo tipo, porque el texto proyectado no establece límites para la intervención de la 
Dirección General Impositiva. 


Esta norma afecta a los escribanos así como a la institución que los ampara, que es la que nosotros representamos y, desde el 
punto de vista técnico también tiene algún tipo de dificultad a la que después nos referiremos. 


Concretamente, existe la posibilidad de que se viertan, se asienten en ese protocolo a crearse, todas las intervenciones en las que 
-valga la redundancia- intervenga la Dirección General Impositiva. Estas pueden ser actas de declaración, poderes, certificados 
notariales u otras de mayor importancia como, eventualmente, garantías de todo tipo que se otorgan a favor de la administración 
tributaria, a través de la referida oficina. De allí surge la preocupación de la Caja Notarial, por cuanto todas estas intervenciones 
que actualmente son llevadas a cabo por profesionales privados -que hacen el aporte correspondiente a la Caja Notarial- serían 
eliminadas si la norma se aprobara. 


Como es de conocimiento de los señores Senadores, la Caja Notarial tiene un sistema de aporte por actuación cumplida y no por 
fictos; por ello, las intervenciones que se hicieren en un protocolo oficial no tributarían a la Caja Notarial. 


Independientemente de ello, si bien este no es el objeto principal de nuestra visita, como escribanos no podemos excluirnos de lo 
siguiente. Dentro de todo el gremio notarial existe preocupación porque una parte del trabajo dejaría de ser realizado. 
Fundamentalmente, existe una razón de orden técnico que es muy preocupante, pues en la forma en que está prevista la nueva 
organización de la Dirección General Impositiva, todos los escribanos que queden allí van a ser funcionarios "full time", es decir que 
estarán impedidos de cualquier actuación privada. En ese sistema, por imperio legal, estarán en calidad de desinvestidos -es decir, 
en la misma situación que un escribano jubilado- y fuera del control que sobre la profesión ejerce la Suprema Corte de Justicia a 
través de la Oficina de Protocolo. Por lo tanto, de aprobarse esta norma, técnicamente también se crearía una situación irregular e 
incierta en cuanto a cómo esos escribanos desinvestidos podrían estar ejerciendo la función notarial en el protocolo de la Dirección 
General Impositiva. 


Sabemos que el tiempo es limitado, por lo que debemos señalar que hemos agregado antecedentes a la carpeta que entregamos a 
la Mesa, que refieren a un proyecto similar del año 1984. Dicha iniciativa no vino directamente al Parlamento sino que primero fue 
enviada en consulta a los distintos organismos implicados -Ministerio de Economía y Finanzas, Caja Notarial y al entonces 
Ministerio de Justicia- y todos los informes fueron contrarios a la creación de esa norma proyectada, por lo que no prosperó. 


SEÑOR BONIFACINO.- Complementando lo que ha señalado el escribano Crispino, la historia de la Caja Notarial de Seguridad 
Social y de la Asociación de Escribanos del Uruguay ha demostrado que se tiene la sensibilidad suficiente como para que en 
determinadas situaciones existiera este tipo de protocolo. Debemos señalar que no hay ningún tipo de actuación remunerada en 
todo aquello que tenga que ver con el Estado, con los Entes Autónomos. En todo lo que refiere a la esfera oficial, a los municipios, 
es muy claro nuestro arancel. Las intervenciones no dan lugar a percibir honorarios y, por ende, no devengan el aporte jubilatorio 
correspondiente. Es un principio muy claro en toda la historia de la Asociación, que es la institución que dicta el arancel; por ende, 
la Caja Notarial, como organismo de previsión social, debe ser muy respetuoso de toda la contratación oficial. A ningún escribano 
de los que actuamos en la función pública se nos cruza por la cabeza que en algo que esté interesado el Estado uruguayo tenga 
lugar una generación de honorarios y, como consecuencia de ello, de aportes. 


El gremio ha tenido una sensibilidad especial por la parte social, ya que ni la Caja Notarial ni la Asociación de Escribanos del 
Uruguay cuestionaron jamás el Protocolo de INVE. Nadie duda, tampoco, del Protocolo de la Intendencia Municipal de Montevideo. 
Cuando desde el punto de vista social existen sectores que no tienen posibilidad de pagar honorarios profesionales surgen este 
tipo de protocolos -hoy en manos del Banco Hipotecario del Uruguay, luego de la desaparición de INVE- con esa función social. 


Entonces, respetamos los viejos principios y no tenemos ninguna clase de duda de que vamos a seguir defendiendo la actuación 
del gremio en la esfera estatal sin ningún tipo de remuneración; pero en el caso de la esfera social, será para aquellos que 
necesiten que todos colaboremos, porque su situación desde el punto de vista económico hace que no tengan capacidad para 
pagar honorarios. Este no es el caso; no estamos planteando un protocolo, como el del Banco Hipotecario del Uruguay o el de 
INVE, para aquella gente que se encuentra en estado de necesidad y no puede pagar absolutamente nada. 


Esto nos preocupa, primero, porque puede derivar en que se hagan actuaciones que van en desmedro del ejercicio liberal de la 
profesión, que es la base y sustento de este instituto de previsión social y, en segundo término, porque podrían ser beneficiarios los 
deudores morosos que, amparados en este protocolo, podrían recibir actuaciones profesionales sin que se devengaran honorarios 
y, por ende, el IVA. Cualquier ciudadano uruguayo, cuando requiere el servicio profesional de un escribano, tributa el IVA sobre los 
honorarios; entonces, no nos parece justo ni equitativo que puedan existir actuaciones y negocios jurídicos realizados en ese 
protocolo, titulando derechos de la Dirección General Impositiva, de los que nadie duda -como pueden ser las garantías- pero con 
un beneficio para ese deudor moroso, que no tiene el hombre más humilde cuando requiere nuestros servicios y paga el IVA. 


Esto es lo que nos ha llevado a defender todo lo que en un primer momento mencioné sobre las actuaciones para el Estado y para 
los sectores que las necesiten, manifestando que este caso no está incluido en ninguna de esas dos situaciones y que todo el 
gremio notarial está muy preocupado por este tipo de propuesta. 


SEÑOR CRISPINO.- Quería hacer una última referencia a esta situación. 


Nuestro estatuto legal tiene tres años de vigencia y contiene una norma -que no existía en el anterior- en la que se prevé que si 
bien el arancel que cobramos los escribanos en nuestras intervenciones lo fija la Asociación de Escribanos, desde el punto de vista 
de la tributación a la Caja Notarial -que, como dije, está vinculada con el cobro de ese arancel- la situación queda congelada al 
arancel existente al momento de entrada en vigencia de esta ley. Lo que las autoridades públicas pretendieron al sancionar esa ley, 
fue crear una situación de statu quo en la que el arancel no generara a la Caja Notarial mayores ni menores aportaciones que las 
existentes en ese momento. Esto tiene una doble garantía pretendida: no incrementar los costos derivados de esas intervenciones 
por la seguridad social, pero en caso de que el arancel bajara, tampoco disminuirlos, a fin de evitar, justamente, el 
desfinanciamiento de la Caja. Como dijimos, en este caso, esta situación podía verse comprometida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de nuestros invitados y les comunicamos que estamos imprimiendo todo el material 
que han traído para repartirlo a lo demás señores Senadores. 


(Se retira de Sala la delegación de la Caja Notarial de Seguridad Social) 


(Ingresa a Sala la delegación del Sindicato Unico de Telecomunicaciones) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene el agrado de 
recibir a la delegación del Sindicato Unico de Telecomunicaciones (SUTEL), que ha solicitado audiencia para conversar con 
nosotros acerca del presupuesto que tenemos en consideración. 


SEÑOR LARROSA.- Antes que nada, en nombre de los trabajadores organizados en el Sindicato Unico de Telecomunicaciones, 
les damos las gracias por recibir a nuestra delegación. 


Es de público conocimiento la posición de nuestro sindicato en lo que tiene que ver con el tema de telecomunicaciones y el 
monopolio que la ley le asigna a la Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL). Hubo dos claros pronunciamientos 
populares: el de 1992, con más del 72% de la ciudadanía, y el del año 2001, cuando una avalancha de firmas que ingresó a la 
Corte Electoral, permitió -para nosotros, ilegalmente- derogar los artículos. ¿Por qué decimos ilegalmente? Porque ya se había 
contabilizado el 25% requerido por la Constitución, de modo que se tendría que haber convocado al pueblo a las urnas y no 
efectuar la derogación por vía parlamentaria. 


Nuestro Sindicato no ha modificado la postura en este tema fundamental, no obstante lo cual la realidad consumada implica que 
ANTEL se encuentra compitiendo en tres áreas de actividad, a saber: datos, telefonía internacional y telefonía celular, y lo está 
haciendo, señores Senadores, en amplia desventaja. 


Nuestra preocupación ha sido siempre mejorar el futuro, la eficiencia, la eficacia de nuestra empresa pública ANTEL, y mantenerla 
en los sitiales regionales de destaque que siempre tuvo, gracias a nuestro pueblo y al esfuerzo de sus trabajadores. 


En fin, hoy tenemos un millón de servicios de teléfonos fijos; una teledensidad fija que se ubica en el 31%, es decir que de cada 
cien uruguayos, 31 poseen un servicio fijo: existe una buena penetración de telefonía fija, que llega a 85 hogares de cada 100. 
Además, 43 de cada 100 uruguayos disponen de un teléfono fijo o celular de ANTEL. El otro día veíamos en la televisión cómo 
nuestro Directorio festejaba los 500.000 servicios celulares. Se han brindado 26.500 servicios a ADSL, y al respecto podemos decir 
que ANTEL va a llevar adelante "Desafío 2006", una propuesta para lograr 40.000 servicios. Hay más de 15.000 teléfonos públicos 
instalados en todo el país. Por otra parte, la empresa es líder en comunicaciones internacionales, con el 72% del tráfico saliente y 
el 47% del tráfico entrante. 


¿Por qué decimos que es necesario cuidarla y lograr que se fortalezca? Porque tiene que seguir contribuyendo al bienestar y al 
desarrollo del país, manteniendo sus niveles de excelencia técnica y de gestión, mejorando la eficiencia y logrando la plena 
satisfacción de la demanda de los distintos usuarios. Además, debe contribuir a la inclusión social a través de la telefonía pública y 
brindar un servicio universal, con lo que estamos plenamente de acuerdo. Hay más de 1.300 centros educativos y otras 
organizaciones conectadas a través de ANTEL. Tiene que fomentar la tecnología nacional y la investigación. Para ello, hemos 
propuesto al Directorio la instalación de un laboratorio tecnológico en conjunto con la Universidad de la República. 


Asimismo, hay que aumentar el valor de ANTEL, su rentabilidad y su sustentabilidad. El valor de ANTEL es muy importante para 
este país: está previsto que para este año recaude unos U$S 500:000.000, de los cuales a Rentas Generales van a ir más de 
U$S 120:000.000 o U$S 130:000.000. ¡Vaya si será importante! Vemos que de lo que ingresa anualmente a Rentas Generales, el 
80% lo aporta la Administración Nacional de Telecomunicaciones. 


Para mantener y mejorar ANTEL, estamos planteando en este régimen de competencia -reiteramos lo que dijimos al principio: que 
no queremos, pero que está instalado y tenemos que hacerle frente- darle un tratamiento impositivo que la equipare con la 
actividad privada, rebajar los aportes patronales que tiene con respecto a otras empresas privadas y eliminar el Impuesto a la 
Moneda Extranjera, para lo cual ya existe la Ley N* 17.412; no se necesita una norma presupuestal, sino solamente un decreto del 
Poder Ejecutivo. 


También estamos planteando una autorización para contratar personal. Tenemos una plantilla de funcionarios envejecida, con un 
promedio de edad de 48 a 50 años, lo que hace que en determinados sectores de actividad, como en "call center", haya más de 
800 trabajadores tercerizados. Asimismo, hay tareas propias y genuinas de ANTEL, llámese ejecutivo de cuentas de ANCEL, que 
pertenecen a empresas tercerizadas. Entonces, tenemos que dar a ANTEL la flexibilidad necesaria para poder contratar personal, 
al igual que al resto de las empresas públicas, porque a UTE le sucede lo mismo y a ANCAP en su refinería, también. 


A través de la Mesa Coordinadora de Entes estamos tratando de impulsar una idea para el capítulo Funcionarios. Vamos a hablar 
claro: no queremos "abrir la canilla", pero sí pensamos que es necesario hacer una reestructura y ver bien cuál es el personal que 
realmente se precisa. No puede ser que se nos estén yendo trabajadores a CTI y a Movistar luego de que ANTEL los capacita, y 
hasta se están yendo para la competencia con cartera de clientes, porque se trata de ejecutivos de cuentas de medianos y grandes 
clientes. Eso no lo puede permitir el Estado uruguayo, y para ello debemos tener funcionarios estatales, porque los funcionarios 
tercerizados son, por ejemplo, de Manpower, y de pronto ganan $ 6.000 o $ 7.000. Entonces, si la competencia les ofrece el doble, 
lógicamente no sólo se van con los conocimientos adquiridos en ANTEL en un año o dos, sino que hasta se llevan carteras de 
clientes. Eso es lo que está pasando en ANTEL. 


En cuanto a las compras, estamos planteando autorización para tener mecanismos menos pesados y lentos. Voy a poner un 
ejemplo claro para que todos los señores Senadores lo entiendan. En el mundo de las telecomunicaciones en que vivimos, que se 
mueve a un ritmo vertiginoso, no puede ser que para que ANTEL pueda comprar terminales celulares transcurran tres o cuatro 
meses de trámites por licitación. Además, la tecnología va cambiando y avanzando cada vez más, vienen modelos nuevos y 
ANTEL necesita un mecanismo de compra más ágil. No puede hacer frente a la competencia feroz y desleal que está viviendo con 
el mecanismo de compras que tiene actualmente; en realidad, necesita un mecanismo más ágil que le permita comprar en mucho 
menos tiempo, porque desde que comienza la licitación hasta que el contenedor llega a la Aduana y bajan los terminales, pasa 
muchísimo tiempo. ANTEL, una empresa que está en plena competencia, no se puede dar ese lujo. 


SEÑOR HEBER.- Precisamente, me importa mucho esto último que está diciendo el señor Larrosa sobre lo pesada que es la 
Administración. En ese sentido, existe una propuesta del señor Ministro de Economía y Finanzas, contador Danilo Astori, para 
quitar a estas empresas del Derecho público y pasarlas al Derecho privado; o sea, no sería privatizar, sino darles un marco de 
acción en el Derecho privado lo que, de alguna manera, daría agilidad a todo eso. Quisiera escuchar la opinión del Sindicato a ese 
respecto. 


SEÑOR LARROSA.- Este es un tema mucho más amplio que el que estoy planteando y que va a requerir de mucho tiempo. En 
nuestra opinión, esto se puede hacer sin pasar al Derecho privado todo lo que tenga que ver con las empresas públicas. ANTEL es 
un caso especial, se trata de una empresa que se encuentra en una situación de competencia feroz y despiadada. Todo el mundo 
lo puede ver. 


SEÑOR HEBER.- No quiero introducirme en el tema de las otras empresas públicas, pero me gustaría saber si el Sindicato -que 
conoce su empresa- estaría de acuerdo en que ANTEL pase a regirse por el Derecho privado. 


SEÑOR LARROSA.- No conocemos el proyecto del Ministerio de Economía y Finanzas. Creemos que esto que estamos 
proponiendo se puede instrumentar, no ingresándolo en el Presupuesto sino mediante una ley aparte, y de esa manera darle a 
ANTEL facilidades para que pueda realizar sus compras ágilmente, o sea, no pasando a un régimen de Derecho privado, sino 
otorgándole facultades, mediante un proyecto de ley, para que pueda agilizar su sistema de compras. 


Por nuestra parte, vamos a dejar a los señores Senadores un proyecto, un articulado, en el que se plasma nuestra posición en el 
sentido de que todos los organismos del Estado tienen que utilizar los servicios de ANTEL. No puede admitirse que los organismos 
del Estado, tal como lo hemos constatado en algunos de ellos, estén usando productos de telecomunicaciones de la competencia. 
Como dije anteriormente, ANTEL vierte una parte importante a Rentas Generales; concretamente, el 80% de lo que recibe Rentas 
Generales proviene de ANTEL. 


SEÑOR PRESIDENTE.-A los efectos de que quede bien claro en la versión taquigráfica, me gustaría que se reiterara el porcentaje 
que vierte ANTEL a Rentas Generales. 


SEÑOR LARROSA.- De lo que recibe anualmente Rentas Generales, el 80% lo vierte ANTEL.- 

SEÑOR MICHELINI.- ¿Por cualquier mecanismo? 

SEÑOR ALFIE.- Se trata de transferencias de utilidades. 

SEÑOR PRESIDENTE.- De lo que recibe Rentas Generales por transferencia de dividendos, el 80% proviene de ANTEL. 


SEÑOR LARROSA.- Para finalizar y dar lugar a que otros compañeros hagan uso de la palabra, quiero señalar que creemos que, 
ya sea a través de normas presupuestales o de leyes que ya existen como, por ejemplo, la N* 17.412, la Ley que permite eliminar el 
INCOME o rebajar los aportes patronales o la que refiere al sistema de compras, debemos hacer algo urgente para que ANTEL no 
siga en esta situación de competencia en franca desventaja. De lo contrario, en poco tiempo no va a ser la empresa que todos los 
uruguayos conocimos, porque estos competidores, estas multinacionales, tienen mucho más a favor que nuestra empresa. Me 
refiero, sobre todo, al tema de los precios de los aparatos, porque no ocurre lo mismo en las tarifas. Por cierto, los precios de los 
celulares son más ventajosos y por esa razón los uruguayos se están dirigiendo más a la competencia. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría saber cuál es el porcentaje de servicios de ANCEL que utiliza el Estado. A la hora de contratar 
celulares -porque, naturalmente, la telefonía fija es toda de ANTEL- ¿qué porcentaje de contratación tiene el Estado con ANCEL? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Michelini quiere saber cuál es el porcentaje que le corresponde a ANCEL de las 
contrataciones de servicios celulares que tiene con el Estado. 


SEÑOR LARROSA.- Si entendí bien, el señor Senador quiere saber qué cantidad de servicios tiene ANCEL sumado a los servicios 
de la competencia. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero saber la cantidad de servicios para hacer el porcentaje. Todas las dependencias del Estado contratan 
celulares, por lo tanto algo tendrá la competencia. 


SEÑOR LARROSA.- No tenemos datos de eso. 


Proponemos que los organismos estatales -alguno como la ANEP, la Justicia, las Intendencias y la Universidad, no lo permite la ley- 
que no tienen autonomía, contraten los servicios de la empresa de telecomunicaciones de todos los uruguayos; no podemos hacer 
una ley que prohíba los contratos con servicios a privados. 


SEÑORA DALMAS..- En primer lugar, aquí se ha mencionado que hay un proyecto del Ministerio de Economía y Finanzas para 
pasar las empresas públicas al Derecho privado y quiero decir, firmemente, que ese proyecto no existe. Es verdad que un 
integrante del equipo económico ha manifestado que esa sería una forma de hacer más eficientes las empresas públicas y es lícito 
que se quiera conocer la opinión del sindicato sobre el tema; pero quería aclarar que no es proyecto del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


En segundo término, también quiero aclarar que no es la única manera de agilitar o resolver el tema de las compras y otros temas 
de gestión. Hay problemas de gestión que se resuelven internamente o tomado medidas, y hay problemas de compras o gestión 
que se realizan por medio de modificaciones a las normas existentes en el Derecho público. Sobre eso hay algunas ideas que 
incluso el propio Directorio de ANTEL me ha manifestado la intención de proponerlas al Parlamento. Por lo tanto, probablemente - 
perdonen que aventure una opinión- esto no será motivo de discusión presupuestal, pero sí puede haber iniciativas al respecto en 
breve. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin intención de cortar la posibilidad de que se expresen, creo que el planteo realizado por la delegación, 
en principio, está comprendido. Como ustedes también lo han señalado, este no es un tema exclusivamente presupuestal, que es 
la razón que nos convoca y para el cual tenemos una fila de audiencias pendientes de gente que quiere venir a conversar con 
nosotros. 


En definitiva, ustedes no se están refiriendo a ningún artículo que tengamos a consideración hoy en el Presupuesto, sino a la 
posibilidad de incluirlo en él o en otra ley. 


SEÑOR LARROSA.- Esperamos que los señores Senadores comprendan la importancia de las telecomunicaciones con relación a 
la soberanía de los países y lo que significa ANTEL como Ente recaudador. Como ya dije, este año se aportó alrededor de 
U$S 150:000.000 a Rentas Generales, sin contar los demás impuestos que se recaudan y que van a parar a las arcas del Estado. 


En nombre del Sindicato Unico de Telecomunicaciones damos las gracias a los señores Senadores por recibirnos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 

(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Único de Telecomunicaciones) 

Material proporcionado por la delegación del Sindicato Único de Telecomunicaciones 


(Ingresa a Sala la delegación de profesionales universitarios que revisten funciones administrativas dentro de la Universidad de la 
República) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el agrado de 
recibir a la delegación de profesionales universitarios que revisten funciones administrativas dentro de la Universidad de la 
República, dando satisfacción a su solicitud de audiencia a efectos de poder conversar, seguramente, sobre artículos del proyecto 
de Presupuesto que les preocupan. 


Como les han informado, cuentan con un tiempo acotado -no por nuestra voluntad, sino a causa de la extensa agenda que nos 
ocupa en la tarde de hoy- por lo que les cedemos el uso de la palabra para que utilicen, de la mejor manera posible, los minutos de 
que disponen. 


SEÑOR REY.- Concretamente, formamos parte de un grupo de funcionarios públicos de la Universidad de la República - 
aproximadamente 40 personas- que, a su vez, somos profesionales universitarios. 


En su momento, nos acogimos al artículo 26 de la Ley N* 16.127, por el que los funcionarios profesionales que están subutilizados - 
es decir, que realizan tareas que no están acordes con su titulación y perfil- pueden pasar a desempeñar funciones en otros 
organismos de la Administración Pública que requieran de este tipo de profesionales. En todos los casos, en todos los organismos 
públicos funcionó bien, a excepción de la Universidad, que no quería perder el dinero, porque la ley prevé que el funcionario se 
vaya con su cargo. 


Como forma de destrabar esta situación -en muchos casos hace años que hemos solicitado esa redistribución- la solución que 
planteamos y conversamos con el Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil, doctor Toma, y con las autoridades de la 
Universidad -que estaban de acuerdo con la propuesta- es pasar a un cargo vacante y dejar libre nuestro cargo. Dado que de 
acuerdo con la redacción original del Presupuesto que presenta el Poder Ejecutivo, a través del artículo 11, se permite que de cada 
dos vacantes libres se pueda cubrir una, la idea es que aquellos organismos que necesiten determinado profesional -un abogado, 
un arquitecto, etcétera- ocupen el cargo con alguno de nosotros. 


Ese artículo fue incluido originalmente por la Oficina Nacional del Servicio Civil y luego fue retirado -según nos informó la propia 
Oficina- en la versión definitiva. Por eso estamos haciendo las gestiones; incluso el propio Rector Guarga, cuando estuvo aquí y en 
la Cámara de Diputados, solicitó la inclusión de este artículo y señaló que la Universidad está totalmente de acuerdo con esta 
solución. La propuesta no implica ningún tipo de gasto y a su vez pensamos que es beneficiosa para el Estado, porque posibilita la 
mejor administración de los recursos humanos en la medida en que hay profesionales que estamos desempeñando funciones 
subutilizados y, al mismo tiempo, hay Ministerios, como por ejemplo el de Desarrollo Social, que necesitan gente. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Comparto desde hace mucho tiempo que existe la necesidad de no desperdiciar funcionarios que 
formamos hasta que obtuvieron un título universitario, teniéndolos desempeñando una tarea que no tiene nada que ver, como en 
realidad sería el caso. Ahora bien, la pregunta es cómo queda, si ustedes ingresan en algún otro lugar del Estado, el tema de la 
carrera funcional. 


SEÑORA FIORITO..- La propuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil es la redacción de un artículo que se agregaría en la Ley 
de Presupuesto, mediante el cual se prevé que iríamos al Escalafón "A", Profesional, en el grado de ingreso a un cargo vacante; de 
esta forma, nuestro cargo en la Universidad también quedaría vacante. Entonces creemos que esta propuesta, en la que todas las 
partes están de acuerdo -la Universidad, la Oficina Nacional del Servicio Civil y nosotros- no se aparta de la propuesta del Gobierno 
en materia de reordenamiento de recursos humanos, como decía el compañero, ni tampoco implica un aumento en el Presupuesto. 


SEÑOR HEBER.- Según entiendo, había un artículo -que después desapareció- que les daba la posibilidad a quienes, cumpliendo 
funciones administrativas, se han recibido de abogados, médicos o lo que fuere, de poder pasar a otro escalafón dentro de todo el 
Estado, y no solamente dentro de la Universidad; pero me parece que el artículo no debería ser solamente para los funcionarios de 
la Universidad. Por mi parte he insistido, a lo largo de la discusión del Presupuesto, en cuanto a un llamado interno para una serie 
de contrataciones de profesionales que se está haciendo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por ejemplo. Sé que en 
varios lugares se está tomando gente; por eso he preguntado si se ha auscultado dentro de la propia Administración, y se me ha 
contestado que sí, que se han hecho algunos llamados. 


¿Ustedes no han participado de esos llamados internos entre funcionarios públicos, para pasar de ese cargo administrativo a uno 
profesional? ¿No los han convocado para poder concursar y llenar esas vacantes que se han generado en el pasado, y también 
ahora, en este Presupuesto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de proseguir, quiero informar que creo que la Universidad de la República ya ha presentado en esta 
Comisión el artículo correspondiente para ser tratado. Si no me equivoco, creo que es el que dice: "La redistribución de los 
funcionarios de la Universidad de la República efectuada al amparo de lo dispuesto en el numeral 1) del artículo 26 de la Ley 
N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, se hará en un cargo vacante del organismo de destino correspondiente al último grado del 
escalafón al que resulten incorporados. Los créditos presupuestales correspondientes a los cargos de los funcionarios 
redistribuidos permanecerán en el organismo de origen". Si este es el artículo, les informo que es un aditivo que la Universidad de 
la República ya ha presentado, por lo que estará a la consideración del Parlamento en el tratamiento del Presupuesto. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- ¿Allí no menciona el Escalafón "A"? 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, señora Senadora; está referido a la ley y esta, a su vez, debe estar referida al Escalafón "A". 


SEÑOR REY.- Nos congratulamos, entonces, de que la Universidad de la República haya presentado ese aditivo, porque teníamos 
dudas acerca de la existencia de la iniciativa presupuestal en esta materia. 


Concretamente, para contestar al señor Senador Heber, debo decir que ha habido poquísimos cargos porque los profesionales, 
hasta ahora, se designaban directamente según hemos sabido. Estamos bastante informados y podemos decir que son muy pocos 
los casos en los que ha habido concurso. Además, existe la restricción de que la Administración Central no puede incorporar 
funcionarios. 


SEÑOR HEBER.- Por eso el llamado era interno. 
SEÑOR REY.- Lo cierto es que eso lo desconocemos, porque casi siempre eran designaciones directas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estimo que el planteo está hecho; no sólo hemos comprendido sino que, además, el Rector de la 
Universidad, en su comparecencia a esta Comisión, trajo una serie de aditivos, uno de los cuales es justamente el que ustedes 
hacen mención. 


Agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de profesionales universitarios que revisten funciones administrativas dentro de la Universidad de la 
República) 


Material proporcionado por la delegación de profesionales universitarios que revisten funciones administrativas dentro de 
la Universidad de la República 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Unico de Policías del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recibimos con mucho agrado al Sindicato Unico de Policías del Uruguay, cuyos miembros han pedido 
audiencia a esta Comisión para referirse a la parte del Presupuesto quinquenal que los afecta. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- En nombre del Sindicato Unico de Policías del Uruguay voy a expresar nuestras inquietudes respecto a 
este Presupuesto. Aclaro que hemos entregado a la Secretaría un repartido para que puedan analizarlas más detenidamente, tal 
como lo estamos haciendo con el resto de los señores Senadores del Cuerpo. 


Con respecto al Presupuesto, entendemos que el Poder Ejecutivo ha sido generoso en considerar un aumento, para el personal 
policial, del orden del 26%. Sin embargo, se debió haber estudiado primero cuál era la situación del salario de los policías antes de 
pensar en ese aumento, como se hace con cualquier otro. Cabe indicar que del 40% del salario del policía se hacen los descuentos 
para realizar los aportes a la Caja Policial, pero del 60% restante no se realizan descuentos de ningún tipo para aportar a dicha 
Caja. Entonces, ¿sobre qué se va a aplicar el 26% de aumento? ¿Sobre el 40%, o sobre la totalidad del salario? 


Necesitamos que el Poder Ejecutivo se atenga a Derecho. Es obligación del Estado, y de sus distintas organizaciones, ajustarse a 
Derecho y, por lo tanto, es ley en este país que todo trabajo remunerado pague aportes jubilatorios. Nosotros, que pertenecemos al 
Ministerio del Interior, no somos una excepción y demandamos que la totalidad del ingreso mensual de los policías pague aportes. 


En definitiva, si ese 26%, eventualmente, se aplicara sobre la totalidad de los sueldos de los policías, se solucionaría además el 
problema de liquidez que tiene la Caja Policial. 


Como saben los señores Senadores, en este momento ya es difícil para los policías jubilarse, no solamente por la misérrima 
jubilación con que se retiran, sino porque la mayor parte del funcionariado policial -Agentes de Primera o de Segunda- está 
ganando $ 1.273 y las leyes jubilatorias se aplican sobre esta cantidad. Por supuesto que ante esa realidad nadie se quiere jubilar, 
lo que provoca que tengamos cuadros de policías envejecidos. Además, ¿quién va a querer ingresar a las funciones en estas 
condiciones? Absolutamente nadie; así es que el Ministerio del Interior tiene todos los problemas que tiene, la Caja Policial está 
desfinanciada y no es nuestra culpa sino del Estado. 


Por otra parte, la totalidad de los servicios que como hora extra trabaja el funcionario policial -el trabajador de la seguridad pública, 
como nos gusta decir a nosotros- se paga bajo un régimen muy perverso que ameritaría un estudio detallado y al que generalmente 
se le llama Servicio 222. La totalidad que se recauda por ese concepto se cobra a las personas que lo contratan. Desde el 
comienzo hay un contrasentido en esto, porque el Ministerio del Interior no debería cobrar a los ciudadanos de este país para 
brindarles seguridad; por el contrario, debería brindársela gratuitamente, ya que está establecido así en la Constitución de la 
República, pues es una función fundamental del Estado. 


Más allá de eso, ese es un problema que tiene que resolver el Ministerio del Interior, el Poder Ejecutivo y no nosotros. Lo que sí nos 
preocupa es la situación del funcionario que presta el Servicio 222. Con el sueldo que el funcionario policial gana, lamentablemente 
necesita trabajar muchas horas extras. En general se trabaja entre cuatro y seis horas, llegando a ocho horas extras, por lo que, 
con las horas ordinarias de su turno, llegan a hacer 16 horas diarias. 


La cuestión es que el Servicio 222, en su totalidad, se paga en negro; no aporta absolutamente nada a la Caja. Sin embargo, el 
Ministerio del Interior, de lo que cobra por el trabajo del policía al particular que contrata el servicio, dispone un 30% para sí. De ese 
porcentaje se destina un 10% a una especie de control -virtual, diría yo- de cierta oficialidad y un 20% es retenido por el Ministerio 
del Interior con la excusa de que es para la renovación de prendas de equipo y armamento; pero en 30 años de función nunca vi 
que el Ministerio del Interior renovara absolutamente nada con ese dinero; por el contrario, en general esos dineros van para 
enjugar algún déficit o para solucionar algún problema que el Ministerio tenga. De cualquier manera, aunque lo hiciera, el Estado no 
tiene derecho a retener ese dinero cuando no paga aportes. 


Con respecto a los oficiales que prestan el tan manido control, lo hacen en sus horas ordinarias de servicio, por lo que no tienen 
derecho a cobrar ese 10% por el trabajo de otras personas, sobre todo si tenemos en cuenta que al término de su vida útil dentro 
del Ministerio del Interior, éstas se van a retirar sin que haya ningún capital que asegure que se les pague algo por ese sobretiempo 
que estuvieron trabajando durante tantos años. La mayor parte del funcionariado policial considera a esto como una especie de 
changa y a la hora de jubilarse van a tratar de buscar otra changa por fuera del Ministerio del Interior y de la función policial. 


Por eso digo que el sistema del Servicio 222 es muy perverso. En la propia reglamentación hay disposiciones que impiden al 
funcionario policial trabajar por fuera del Servicio 222 y la oficialidad superior se beneficia. Es decir que el policía no puede trabajar 
por cuenta propia de ninguna manera, ni como empresa personal ni en sociedad con otros compañeros; la única forma que lo 
puede hacer es a través del Ministerio del Interior o siendo contratado en una empresa de seguridad privada, con un sueldo muy 
escaso, de $ 8 la hora. Por tanto, se tiene que dejar explotar por el Ministerio del Interior que les retacea un 30% de lo que ganan y 
no realiza los aportes. Es una situación extremadamente anómala. 


SEÑOR BARAIBAR.- ¿Cuánto se cobra por la hora del Servicio 222?. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- Si usted lo contrata, le van a cobrar $ 42, y si lo trabaja le pagan $ 38. Fundamentalmente, eso es lo 
que a nosotros más nos inquieta, sobre todo en momentos en que se habla de refinanciación de la Caja Policial. Entendemos que 
es un peso muerto para el Estado porque continuamente ha tenido que estar refinanciándola, pero el Estado ha facilitado esas 
cosas y la Caja Policial no tendría que estar en esta situación. Imagínense la cantidad de dinero que ingresaría si se pagaran 
aportes por la totalidad del sueldo y de horas trabajadas en el Servicio 222. De ser así, no habría ningún problema de financiación. 


El otro problema que nos inquieta es que desde hace unos 20 años la gente que ingresa al Ministerio del Interior en el escalafón 
subalterno, lo hace como eventual, con contratos a término, cosa que muchos ignoran. Algunos podrán ingresar presupuestados, 
pero la mayor parte -un 90%- ingresa en las condiciones que mencioné. 


Si se habla de profesionalización del Instituto, no es deseable que la gente ingrese en esas condiciones, ya que no tiene 
perspectivas de futuro. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Faltan los aportes por el Servicio 222, pero también faltan otros aportes. En el documento que nos 
entregaron se habla del salario percibido y por los servicios ordinarios se paga aportes, ¿pero no pagan las compensaciones? No 
entendí esa parte de la explicación. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- La forma en que se ha instrumentado esto durante los últimos 20 años -esta especie de desastre que 
estamos viviendo los policías- es esa. El sueldo es un 40% y el resto son compensaciones que, desde el primer momento, debieron 
pagar aportes. De hecho, del ingreso mensual que perciben los policías, sólo un 40% paga aportes, mientras que el 60% restante 
no lo paga y figura bajo la forma de compensación. Lo que queremos es que esas compensaciones se integren al sueldo y paguen 
aportes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y se aplique sobre ellas el 26%. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- Sí, por supuesto. Hoy en día, ustedes no pueden decirle a los policías que les van a dar un 26% de 
aumento salarial -todos están esperanzados porque los sacaría de la situación de miseria en que viven- cuando, en realidad, a la 
hora de contar el dinero en el bolsillo se le aplicaría un 26% sobre $ 1.276 en el grado de un Agente de Segunda. Es un 
contrasentido; la gente se va a sentir burlada y ya se está sintiendo burlada. 


SEÑOR HEBER.- Cuando dice "ustedes" ¿a quién se refiere? ¿Al Parlamento? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que cuando está diciendo "ustedes" se refiere a lo que nosotros vamos a votar en el Parlamento. 
SEÑOR SOSA BOUVIER.- Nosotros somos una organización civil y privada y ustedes son el Estado. 


SEÑOR HEBER.- Es importante que los invitados conozcan las limitaciones que como Parlamento tenemos, porque no se trata 
sólo de un tema de voluntad. Incluso, los Legisladores del propio Gobierno tienen limitaciones, y no hablo políticamente sino desde 
el punto de vista parlamentario. Si estuviera aquí el Poder Ejecutivo, que tiene potestades distintas a las del Parlamento - 
simplemente estoy explicando la Constitución de la República- sería distinto. Muchas veces nos limita la Constitución en lo que 
nosotros quisiéramos dar. No digo esto para corregirlo, sino para mostrar cuáles son las limitantes que tenemos como Cuerpo, si es 
que se refiere al Parlamento. Creo que es importante que la delegación lo conozca; sé que es así. No estoy enseñando nada nuevo 
-reitero que sé que lo saben- pero no está de más remarcarlo. 


SEÑOR NUÑEZ.- Quisiera formular unas preguntas y hacer alguna aclaración. De alguna forma, la intervención posterior puede 
aclarar el conjunto de problemas que existen y no sólo dar respuesta al señor Senador Heber. 


Según lo que nos están diciendo, el 40% de las partidas salariales se toma como sueldo, y el resto son partidas especiales que no 
pagan aporte. Allí está excluido el Servicio 222, que está aparte y por él se recibe un sueldo extra, ya que no se trabaja en horario 
normal. Es decir que tienen la partida de sueldo básico, otro conjunto de partidas y después la que corresponde al Servicio 222; 
ustedes no aportan a la Seguridad Social por el 60 % de esas partidas ni por el Servicio 222. 


Por la actividad que he desempeñado en algún organismo público hace ya más de cinco años, sé que desde hace un tiempo el 
Ministerio del Interior puso un conjunto de supervisores para la tarea del Servicio 222. Antes no sucedía, pero a partir de 
determinado momento aparecieron los supervisores, teniendo a su cargo un edificio o una zona en la que controlan todo el 
desarrollo del Servicio 222. Ustedes dicen que eso lo hacen en horario normal y que, sin embargo, por ello perciben el 10% de la 
partida correspondiente al Servicio 222. 


Por otro lado, quiero hacer una aclaración. Cuando se dice que en los últimos 20 años los funcionarios policiales han tenido 
"contrato a término", puede deslizarse algún problema de denominación. En la actividad pública existen ahora tres modalidades: 
presupuestación, contrato de función pública y contrato a término, que es algo que surge en el último Presupuesto, es decir, hace 
cinco años atrás. Creo que ustedes no se están refiriendo a esto, sino al contrato de función pública. El contrato a término -que, 


reitero, existe desde hace sólo cinco años- tiene características muy peculiares, pues no pertenece al régimen privado ni al público, 
y existen dificultades para saber qué tipo de aportes se deben realizar y a qué Caja. 


Quería aclarar que, según me parece, ustedes se están refiriendo al contrato de función pública, pues no están presupuestados. 
SEÑOR SOSA BOUVIER..- Voy a referirme a lo que dijo el señor Senador inicialmente. 


El 60% de lo que se le paga a los funcionarios por su servicio ordinario es abonado en forma de compensaciones o de partidas por 
encima del sueldo, por lo que no paga aportes; es la totalidad de esa cifra la que no paga aportes, y no el 60% de eso. 


Queremos decir al señor Senador Heber que conocemos las limitaciones; nosotros venimos acá conociéndolas, y vamos a recurrir 
a cada uno de los Poderes en la medida en que puedan actuar. 


Continuando con el tema de las contrataciones de personal, nos preocupa que todo ello atente contra la profesionalización. 
Ustedes saben la Policía que van a pagar y el tipo de seguridad que quieren; si quieren Policía "chatarra", la van a tener, pero no 
obtendrán seguridad. Ese es un hecho. 


SEÑOR MOREIRA.- Escuchaba con atención lo que se decía en cuanto a que los aportes sólo se hacen sobre un 60% del total de 
los ingresos percibidos, que incluye salario, compensaciones y el Servicio 222. ¿Es sobre el 60% de la suma de todos esos rubros 
que no se aporta? 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- No exactamente, señor Senador. 


Por un lado, de lo que se cobra por el servicio ordinario, que son ocho horas, solamente el 40% paga aportes, mientras el 60% 
restante no lo hace. Fuera de ese servicio ordinario, de esas ocho horas, el policía tiene que trabajar más tiempo para poder 
subsistir, y por ello no paga absolutamente nada. 


SEÑOR MOREIRA.- Pensé que era sobre el total de los ingresos reales, pero la aportación debe ser todavía menor. 
SEÑOR SOSA BOUVIER.- Efectivamente, es todavía menor. 


SEÑOR MOREIRA.- Estaba analizando el documento que ustedes presentan aquí, así como la calidad de contratados de los 
funcionarios subalternos, pero no advierto si existen situaciones en las que no se haya renovado el contrato. Aquí hay un escalafón 
con una carrera, con grados y con ascensos. ¿Ustedes están hablando del personal subalterno? 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- Fundamentalmente, estamos hablando del caso de los subalternos; en lo que tiene que ver con su 
carrera, sus posibilidades de ascenso y demás, donde existe un gran problema. 


La aplicación de la Ley Orgánica dentro del Instituto Policial y el desorden interno deberá resolverlo el Poder Ejecutivo; nosotros 
solamente queremos referirnos a las condiciones de trabajo y salario, que es lo que nos interesa como sindicato. Por cierto, a ello 
me refería cuando hablé sobre las esperanzas de futuro que pueda tener el personal subalterno. ¿Qué esperanzas de futuro puede 
tener, cuando su contrato depende del arbitrio de su superior -que generalmente es un Oficial subalterno con responsabilidad 
escasa y limitada- que emitirá un juicio acerca de si a ese funcionario se le va a renovar el contrato o no? ¿Con qué libertad de 
criterio va a trabajar ese funcionario en la investigación de un crimen, por ejemplo, cuando está sujeto a tantas presiones? 


Por eso digo que ustedes saben qué policía están pagando. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Senador Heber señalaba que hay muchas medidas que se pueden tomar en lo que hace a la carrera 
funcional, a la calidad de funcionario público y a la forma de ingreso. 


Me gustaría saber si se ha producido algún caso -sin tomar en cuenta aquellos en los que haya habido episodios de inconducta o 
similares, donde sean justificadas las medidas- en que no se haya procedido a la renovación de los contratos. Digo esto porque 
también existe un derecho a la carrera policial, es decir, de Agente de 2*? a Agente de 1*, a Cabo, a Sargento. Quisiera que me 
dijeran si ustedes han notado alteraciones en el derecho al ascenso, o si se han producido episodios en los que no se renueve el 
contrato por una causa arbitraria o discrecional del jerarca de turno. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- Justamente, eso era lo que pretendía sugerir, porque es el pan nuestro de cada día dentro del Instituto 
Policial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a tratar de resumir lo que aquí se plantea. 


Lo que ustedes plantean es que en la instancia presupuestal se propone un aumento del 26% sobre sus salarios, pero que ello se 
aplica exclusivamente al ingreso base, ya que el 60% de los ingresos de los funcionarios del Ministerio del Interior se percibe como 
forma de compensaciones, por lo que no hacen aportes al Banco de Previsión Social; sobre ese porcentaje, pues, no se aplica el 
26%. Además, tienen otro ingreso por concepto de Servicio 222, que tampoco hace aportes a la Seguridad Social y que, por ende, 
tampoco está afectado por el aumento del 26%. A esto se suma la consecuencia de tener afectados sus derechos jubilatorios. 


La primera pregunta es la siguiente. El planteo puede implicar -y creo que lo hace- que todas las partidas que paga el Ministerio del 
Interior sean afectadas con aportes a la Caja Policial y, por lo tanto, formen parte del sueldo, y que también el Servicio 222 aporte a 
la Seguridad Social, a fin de generar derechos jubilatorios. 


En estas circunstancias, cuando ustedes hacen referencia a los aportes sobre los ingresos que hoy reciben, se refieren también a 
los aportes patronales y obreros. La propuesta significa ambas cosas, es decir, que sean afectados, y que ustedes estén 
dispuestos a hacer los aportes obreros. 


SEÑOR ALFIE.- Los invitados hablaron de un aumento del 26% y la verdad es que no sé de dónde sale porque no figura en los 
planillados. La masa salarial del Ministerio es absolutamente constante en todo el planillado que nos envió el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MOREIRA.- Serían $ 130. 
SEÑOR ALFIE.- Sí, pero $ 130 no es un 26%. Entonces, quiero saber de dónde sale exactamente ese porcentaje del 26%. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- La información que nosotros disponemos es la que nos dio el propio Ministro del Interior en 
conversaciones que mantuvimos. Ese 26% es la cifra que puso sobre la mesa el Ministro del Interior. En esa oportunidad, 
estábamos presentes todos los miembros de la Comisión Directiva Provisoria de la Federal, es decir, las tres personas que estamos 
aquí presentes. 


En definitiva, nosotros venimos al Senado de la República para plantear un problema. 


SEÑOR ALFIE.- En la instancia en que nos visitó el Ministerio del Interior se hizo mención a un 21%, no a un 26% y, además, no 
supo explicarlo. De cualquier manera, esto consta en la versión taquigráfica. 


SEÑOR MOREIRA.- El 21 % también figura en el Mensaje. 
SEÑOR ALFIE.- Entonces, esperaremos. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- El problema del Ministerio del Interior concierne exclusivamente a esta Cartera, mientras que el 
problema que nosotros venimos a plantear es lo que se prometió a la Policía y lo que, en este momento nosotros como Sindicato, 
estamos trasladando hacia nuestra base. Esto va a provocar un problema en el caso de que el Poder Ejecutivo no cumpla. 


SEÑOR HEBER.- Por lo que entendí, el Poder Ejecutivo les prometió un aumento que no está reflejado en el planillado y, además, 
no hay ningún artículo al respecto. Con mucho gusto votaríamos nosotros un artículo en el que figure un aumento de un 26% que 
es lo que se les prometió. Si hubiera Mensaje Complementario, perfectamente puede venir ese artículo con el aumento del caso y 
nosotros estaríamos enyesados votando así la promesa del Ministro para no dejarlo mal parado. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- Efectivamente, esto es así. Se nos dijo que dentro de las organizaciones del Estado, uno de los grupos 
de funcionarios de la Administración Central que iban a ser considerados prioritariamente a la hora de los aumentos, era el 
Ministerio del Interior ocupando el tercer lugar con ese porcentaje, muy próximo al de la salud. 


Queremos referirnos al paquete de medidas que se vienen aplicando en la Caja Policial para liquidar los retiros desde la época de 
la Administración del doctor Lacalle. Ese paquete de medidas ha provocado distintas distorsiones en el funcionamiento de la Caja y 
en la liquidación de las jubilaciones. Existe un dictamen de la Suprema Corte de Justicia -creo que fue en el segundo Gobierno del 
doctor Sanguinetti, en el año 1996, cuando se realizó un estudio sobre esto- debido a demandas masivas que sufrió la Caja Policial 
como consecuencia de la aplicación de estas normas. Por una cuestión de economía procesal, la Suprema Corte de Justicia emitió 
un dictamen por el que se exhortaba a que esta normativa se dejase de aplicar, y daba una serie de directivas a los órganos 
jurisdiccionales para que se procediera en el caso de que hubiera una demanda de este tipo. Sin embargo, esa normativa se sigue 
aplicando actualmente y ello pone al Estado y a nosotros, como sindicato, en una situación difícil. Lo que queremos proponer aquí 
es que esa normativa se deje de aplicar de una buena vez. 


Por otra parte, estamos advirtiendo que nosotros vamos a tomar medidas, tanto en lo que tiene que ver con los aumentos y el pago 
de aportes como con la aplicación de este tipo de normativas, que es inconstitucional. Nuestra reclamación la haremos llegar bajo 
la forma de demandas que vamos a presentar a través del Poder Judicial en el momento oportuno. 


SEÑOR MOREIRA.- La legitimidad y la constitucionalidad del sindicato de policías, de reciente formación, siempre fue 
controversial. Ahora encontramos un sindicato operando y trabajando activamente. Como veo que hay reivindicaciones, sobre todo 
en materia de haberes de retiro en los aportes, quisiera saber si consideran que el 21% -que no sé si alcanza a todos los 
escalafones de la policía o es solo para los ejecutivos- o el 26% que es el máximo -en el Mensaje se habla de un 21%, pero el 
Ministro les prometió un 26%; en definitiva, dependerá del Ministro de Economía y Finanzas más que del Ministro del Interior- es 
suficiente como retribución para un agente policial, por ejemplo, un cabo, o para el grado de oficiales, subalternos u oficiales. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- A nosotros se nos habló de un 26% que, según el Ministro del Interior, se aplicaría por encima del IPC. 
El grupo social que representamos es muy sufrido y tiene un sentido profesional muy fuerte. Están dispuestos a trabajar en 
condiciones verdaderamente críticas, y eso es lo que hacemos. Entendemos cuál es la situación del Ministerio del Interior y de todo 
el Estado. Estamos en una crisis y, en ese sentido, nos encontramos dispuestos a asumir la cuota parte que nos toque; pero 
queremos tener indicativos de que se nos considera y de que el problema de los policías se va a empezar a solucionar, y no de que 
se va a solucionar el de todos los demás funcionarios de la Administración Central menos el de los policías. 


SEÑOR MOREIRA.- No sé si me podrá contestar la pregunta. Quería saber si esta recuperación salarial anunciada y prometida 
alcanza a todos los escalafones de la policía o solo al escalafón ejecutivo. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- El señor Ministro del Interior nos dijo que iba a alcanzar a todos los escalafones y a todos los grados, 
porque entendemos que los oficiales superiores -acá hay oficiales- también son asalariados. 


SEÑOR MOREIRA.- Funcionarios públicos. 
SEÑOR SOSA BOUVIER..- Por lo tanto, nosotros representamos el interés de los oficiales superiores, que también están afiliados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado 
agradece la presencia de la delegación del Sindicato Unico de Policías del Uruguay. 


SEÑOR SOSA BOUVIER.- Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Único de Policías del Uruguay.) 


Material proporcionado por la delegación del Sindicato Único de Policías del Uruguay 


(Ingresa a Sala la delegación del Comité Paralímpico Uruguayo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores recibe con mucho gusto 
a los integrantes de la delegación del Comité Paralímpico Uruguayo, quienes hace unos cuantos días había pedido una entrevista a 
los efectos de referirse al proyecto de ley de Presupuesto que tenemos a consideración. 


SEÑORA ROSELLO.- Antes que nada, me voy a presentar: soy la Secretaria General del Comité Paralímpico Uruguayo, una 
institución sin fines de lucro fundada el 11 de junio de 1996. 


En 1948 se fundó el Movimiento de Deporte Paralímpico, como parte del proceso de rehabilitación y reinserción social de las 
personas discapacitadas. A partir de 1996 el Uruguay pasa a integrar dicho Comité -y sigue las normas generales para que 
nuestros deportistas puedan continuar compitiendo- incluyendo todas las discapacidades: motrices, sensoriales e intelectuales. En 
nuestro país, además, abarcamos a los deportistas sordos, que no pueden competir como deportistas convencionales o normales, 
pero no integran el Comité Paralímpico Internacional -ellos están en carácter de invitados- y a partir del 2005 también incluimos a 
los transplantados. 


Para que nuestros deportistas puedan competir a nivel paralímpico, es necesario estar afiliados a todas las instituciones y 
federaciones internacionales. A escala nacional, se trata de que la mayor parte de nuestra población con discapacidad -que oscila 
en el 8%- en la medida de lo posible, practique deporte en las tres etapas que mencioné: en la rehabilitación, la recreación y la 
última etapa -de la cual nos ocupamos nosotros- que es la parte deportiva de competición. 


En cuanto a la actividad competitiva, desde 1996 se ha competido en el ámbito de las Paralimpíadas; en las de Atlanta de 1996 se 
logró una medalla de bronce; a nivel de competencias sudamericanas y panamericanas se han logrado innumerables medallas y a 
nivel mundial se ha logrado -concretamente, el deportista que nos acompaña hoy- una medalla de bronce en el Mundial de Judo 
para ciegos, realizado en San Pablo hace muy pocos meses. Mientras tanto, en Atenas 2004, logró un diploma olímpico y un quinto 
puesto a nivel paralímpico en su disciplina, que es judo. Fue el único deportista uruguayo que trajo un logro para nuestro país, lo 
que nos hace sentir muy orgullosos. 


Cabe destacar que, a nivel panamericano juvenil, en el rubro deportistas menores de 16 años, el 2 de noviembre volvieron a 
nuestro país dos deportistas de Maldonado que ganaron siete medallas, cinco de oro y dos de bronce. O sea que nuestros atletas 
nos llenan de orgullo también a nivel nacional. 


La mayor importancia de nuestra organización radica en el impacto que tiene a nivel nacional en lo que respecta al deporte. No es 
mi intención desmerecer el rol del deporte olímpico, sino destacar nuestra disciplina, que es muy importante. Por esa razón, 
solicitamos el apoyo económico para cubrir los gastos de nuestro presupuesto que, aproximadamente, se ubica en el entorno de 
los $ 500.000 anuales. Hasta ahora siempre hemos recibido el apoyo de instituciones públicas y privadas; pero para un análisis 
más profundo de estos temas, si los señores Senadores están de acuerdo, cedería el uso de la palabra a la señora Kaputi, 
Tesorera del Comité. 


SEÑORA KAPUTI.- Antes que nada, quiero decir que soy maestra de escuela especial. Como podrán observar, las arrugas de mi 
rostro dejan en claro que estoy jubilada en esa actividad, pero integro el Comité desde su creación. 


Respecto a nuestros recursos económicos, debo señalar que tenemos un handicap que nos cuesta mucho superar, debido a que 
no tenemos rubros propios. Por ese motivo, solicitamos a los señores Senadores que colaboren votando esta solicitud de rubros 
fijos en forma anual. 


La doctora Roselló mencionó los juegos mundiales en los que hemos participado como, por ejemplo, el Panamericano, pero 
siempre lo hemos hecho con un número pequeño de atletas, no porque otros no hayan logrado el nivel para participar, sino porque 
nunca contamos con el dinero que se necesita para solventar a delegaciones importantes. La única vez que concurrió una 
delegación de 53 personas fue cuando se realizó el Panamericano de México, en el cual los gastos fueron cubiertos por ANCAP. En 
esa ocasión, obtuvimos 26 medallas, la mayoría de oro. Después de eso siempre ha salido uno, dos o tres, pero no más. 


A Atenas, concurrieron tres atletas ciegos. Cuando hablamos de estos atletas debemos contar dos personas, porque todos tienen 
sus atletas guías, que son los técnicos que los acompañan. 


Por lo tanto, nuestra organización tiene un costo operativo muy importante, pero también tiene un gran impacto social y es por eso 
que todos nosotros nos dedicamos a este trabajo que, por otra parte, lo hacemos en forma honoraria. Este impacto se da no 
solamente a nivel del atleta por todo lo que supone el deporte en sí mismo como superación personal, elevación de su autoestima, 
su inserción laboral y social, sino también a nivel de la familia y de la comunidad. Por cierto, todos nos sentimos orgullosos de estos 
atletas. Por ejemplo, cuando Henry logró ir a Atenas, el Intendente Municipal de Artigas lo nombró ciudadano ilustre y toda la 
comunidad colaboró para que él pudiera llevar pequeños presentes a quienes como él iban a competir. 


En consecuencia, podemos decir que también hay un impacto a nivel internacional, porque cada delegación -generalmente 
pequeña, pero en ocasiones grande- que ha salido a competir, lo ha hecho maravillosamente bien. Nunca hemos recibido una 
observación. Por el contrario, se nos distingue por la educación, por ser personas de bien y siempre se destaca que son jugadores 
paralímpicos uruguayos que salen a dejar bien plantado el pabellón nacional. Es por eso que, como tesorera, pido a los señores 
Senadores que nos tengan en cuenta. Entendemos que en el Uruguay, lamentablemente, los deportistas paralímpicos y los 
discapacitados en general son los grandes olvidados; esperamos que ustedes, los Representantes Nacionales, no nos olviden. 


SEÑOR LONG.- Quiero saludar a la doctora Cristina Roselló, a la señora Maidán Kaputi y a Henry Borges que, como bien se ha 
dicho, ya no es una promesa sino una realidad del deporte en general y un verdadero orgullo para nuestro país, como también lo 
han sido muchos otros deportistas con discapacidad que han dejado muy bien al Uruguay y han producido sobre la comunidad un 
efecto de integración, de inclusión de personas con capacidades diferentes. 


En ese sentido, quiero trasmitir al Comité Paralímpico que aquí, entre los parlamentarios presentes, tenemos a la señora Senadora 
Dalmás, que preside la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión, y he sido testigo de su preocupación por el tema. Asimismo, 


el señor Presidente de la Comisión de Presupuesto del Senado de la República, Senador Víctor Vaillant, es otra persona que ha 
demostrado una total sensibilidad y preocupación por este tema. 


Pienso que lo que estaría faltando es lo que solicitó el señor Ministro de Turismo y Deporte en su comparecencia a esta Comisión. 
En la versión taquigráfica hay varios párrafos, una carilla entera, en los que el señor Ministro expone su preocupación sobre el tema 
del Comité Paralímpico, por la asimetría que hay con el Comité Olímpico, que sí está contemplado en el Presupuesto. 


El señor Ministro Lescano decía lo siguiente: "nos permitimos dejar expresa constancia a los efectos de que nuestra solicitud sea 
atendida con una partida especial. No estoy en condiciones, en este momento, de proponer una cifra pero supongo que se podrá 
conversar sobre ello en la Comisión", etcétera. 


Ahora tenemos la cifra definida por la propia Comisión -por lo menos la aspiración del Comité Paralímpico- que está fijada en esos 
$ 500.000 anuales. Entiendo que el rubro Subsidios y Subvenciones probablemente sea la forma más sencilla de contemplar al 
Comité Paralímpico. El señor Ministro Lescano manejó la alternativa del Rubro 09 -era su aspiración primaria dentro del deporte- y 
eso sería lo ideal; pero no sé cómo es posible. Quizás los colegas que tienen más experiencia puedan decirnos si se puede 
reasignar los fondos. 


SEÑOR HEBER.- Sí, se puede. 
SEÑOR LONG.- Si es posible, perfecto; si no, la otra opción es dentro de Subsidios y Subvenciones. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Es posible intentar buscar una solución en la línea que plantea el señor Senador Long. Veremos qué pasa 
con el Mensaje Complementario; parece que no va a haber. Además, estamos muy cerca de la fecha; pero la reasignación de los 
recursos previstos en los artículos a que hace referencia el señor Senador Long es posible; significa desvestir a un santo para 
vestir otro, pero a veces hay santos que tienen demasiados vestidos. 


SEÑORA KAPUTI.- La preocupación de los que hemos fundado el Comité es que no hay relevos, porque nadie quiere ocupar 
cargos honorarios y de mucha responsabilidad. Además, no son instituciones que tengan dinero, por lo que hay que estar 
permanentemente golpeando puertas. Entonces, sería realmente lamentable y muy mal visto por toda la comunidad que nos 
fuéramos -porque ya estamos en edad de ponernos las pantuflas- y que luego no haya relevos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradezco su presencia y felicito, en nombre de todos los señores Senadores, a Henry Borges. 
(Se retira de Sala la delegación del Comité Paralímpico Uruguayo) 

Material proporcionado por la delegación del Comité Paralímpico Uruguayo 

(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Médico del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, recibimos, con mucho gusto, a una delegación 
del Sindicato Médico del Uruguay. Como habrán notado, hemos realizado una gran cantidad de audiencias y aún nos restan varias 
por atender, por lo cual hemos tenido que racionalizar los tiempos para poder recibirlos a todos. En consecuencia, disponen de un 
tiempo muy acotado, por lo que sin más, les cedemos el uso de la palabra para que puedan aprovecharlo de la mejor forma 
posible. 


SEÑOR MANTERO.- Buenas tardes. Procuraré ser lo más sintético posible. 


Vamos a plantear el tema que nos ocupa en dos partes: por un lado, como Presupuesto en sí y, por otro, como las reivindicaciones 
más inmediatas. 


En nuestras reiteradas Asambleas, las reivindicaciones se han mantenido: pedimos $ 12.000 líquidos inmediatos y $ 20.000 para el 
nuevo Presupuesto, lo que no quiere decir que no estemos dispuestos a negociar, cosa que, por otra parte, siempre hemos querido 
pero no hemos podido hacer. Tuvimos algunas reuniones, pero más que negociar, simplemente escuchamos lo que se nos decía ya 
que en nada varió lo que nosotros planteamos. 


A pesar de esto, si bien no era lo que nosotros pedíamos, en los planteos que nos hicieron los representantes del Ministerio de 
Salud Pública, había una aproximación, porque planteaban que los sueldos podían ser equiparados con los de los médicos del 
Banco de Previsión Social. Esto se podría lograr, quizás, por la descentralización, en el Ministerio, de ASSE, para pasar al servicio 
descentralizado. De esta forma quedaría un líquido de $ 15.000, que distaba de lo que nosotros pedíamos, pero por lo menos 
partíamos de algo. Además, se hablaba de que había una partida presupuestal que permitía esto; pero luego de los filtros, la 
propuesta no apareció y el Presupuesto quedó sumamente acotado. Al quedar así, se hace imposible concretar aquello por lo que 
el Sindicato Médico viene luchando desde 30 años, es decir, por un Servicio Nacional de Salud, que ahora le llamamos "Servicio 
Integrado" porque se resolvió que fuera un sistema mixto. Decimos que es imposible porque con un sector público totalmente 
desnivelado con el sector privado, con una séptima parte del presupuesto al sector público, es inviable un sistema integrado de 
salud. Va a ser imposible que el sector privado, que en muchos puntos tiene grandes defectos pero en otros está mucho mejor 
posicionado que el público, funcione como sistema integrado. Es decir: entendemos que si no se hace inversión a nivel del sector 
público -cosa que no se va a hacer, porque se dice que no va a haber Mensaje Complementario- esto es totalmente inviable. Sin 
inversión, no va a haber sistema integrado de salud, por más que se quiera. 


Entonces, estamos muy preocupados en que haya inversión para que, más allá de las reivindicaciones salariales, haya una 
cobertura sanitaria correcta para la población. Nosotros atendemos al sector más carenciado, con un millón y medio de personas 
en el momento actual. El mutualismo, al no funcionar, porque la gente se tuvo que borrar o porque no puede pagar los tiques y las 
órdenes, se ha derivado al sector público donde hoy se atiende a un millón y medio de personas con un séptimo del presupuesto 
para salud. 


Evidentemente no venimos a reivindicar sólo el salario, sino que esperamos una sustancial mejoría para toda la gente, en especial 
para los más carenciados que son los que están en peor situación. Nuestra lucha no es sólo salarial, aunque también lo es porque 


los salarios que recibimos son vergonzosos; hay muchos médicos que perciben $ 1.500, otros $ 1.000 o $ 500. Sin embargo, la 
única respuesta que hemos obtenido es que para mejorar un poco esta situación sólo se podía disminuir el salario de otros 
compañeros que estuvieran algo mejor. Es obvio que el Sindicato Médico no podía aceptar que se quitara a los que están regular o 
apenas bien para dar a los que están muy mal; es algo totalmente inaceptable. Aparentemente esa era la única financiación que 
tenía el Ministerio para mejorar un poco la masa salarial de los llamados -entre comillas- "sumergidos". Me refiero a los sumergidos 
salarialmente, porque no hay ninguna diferencia entre los médicos de este grupo y los demás. 


Es así que esperamos -no sabemos a través de qué mecanismo legal o jurídico- que se pueda mejorar esta situación que pone en 
serio riesgo la integración del Sistema Nacional de Salud. 


SEÑOR NAKLE.- Para resumir un poco, quisiera decir que, si bien estamos frente al estudio de lo que será el Presupuesto 
quinquenal, será insuficiente para tratar de solucionar los temas actuales en conflicto, no sólo en la carga salarial de lo que 
significaría el aumento -por el que luchamos con el Sindicato para los dos mil médicos que más lo necesitan- sino también en el 
estado de la atención, los medicamentos, las instalaciones sanitarias o en los hospitales. Es cierto que muchos de ellos han 
mejorado pero otros se caen a pedazos, no hay infraestructura para clínica, etcétera. 


Hay diversos aspectos frente a los cuales se vio desbordado el Ministerio de Salud Pública y ahora se nos dice que el Presupuesto 
quinquenal que viene será, cuando mucho, igual, dependiendo de cómo evolucione el país. Es prácticamente imposible plantear un 
plan nacional integrado de salud. Como acaba de decir el doctor Mantero, estaba prevista una inversión de $ 110:000.000 anuales, 
como mínimo en los primeros años, intentando lograr esta equiparación para cuando un ciudadano del Uruguay optara por 
atenderse en un lugar público o privado. ¿Quién va a optar por un lugar público en las condiciones actuales en que se encuentra la 
salud pública en este país? ¿Cómo pensamos que se pueda llegar a dar esa situación si no hay inversión en el sector de salud? Es 
imposible pensar que con la famosa descentralización de ASSE, con el ahorro que eso significaría, alcanza para solucionar todos 
los problemas de Salud Pública en este país. Entonces, es totalmente incoherente pensar que esto puede ser llevado a cabo y que 
en el marco de las negociaciones que se realizan en el Sindicato Médico todo se adjunte al plan integrado de salud y todo se vaya 
a negociar allí. Lo cierto es que ese marco, desde el principio, es inviable sin la plata. 


Nada más. 


SEÑOR SAN VICENTE.- Este es un año presupuestal y lo que queremos plantear -ya quizás con pocas esperanzas y 
expectativas- es que lo que se está dando acá, evidentemente, es el problema de la manta corta: quisimos taparnos la cara y 
descubrimos los pies; lamentablemente descubrimos a Salud Pública. Esta es la realidad. Sé que las palabras del Sindicato Médico 
podrán gustar o no, pero lo decimos no desde la agresión, sino desde lo que estamos viendo en Salud Pública. Entendemos que es 
nuestra obligación, como médicos, no sólo defender nuestro salario sino la salud de la gente. Entendemos que en este 
Presupuesto que ya de por sí no era muy floreciente, se han retirado $ 1.500:000.000 mínimos, porque había una cantidad de 
artículos que no vamos a detallar porque los señores Senadores tienen el proyecto original de Salud Pública. Pero, insisto, se le 
han quitado a Salud Pública $ 1.500:000.000. 


No se puede cubrir la educación sacándole a la salud; educación y salud son importantes y es bien importante que se le dé a la 
educación como también es bien importante que se debe dar a la salud. En cuanto al sistema integrado, podemos decir que hemos 
estado de acuerdo, por lo menos conceptualmente -aunque quizás no con la derivación que este proyecto de ley está teniendo 
ahora- incluso con el proyecto del Encuentro Progresista-Frente Amplio, pero en estos momento vemos que peligrosamente se está 
derivando y escorando, según se plantea, hacia un sistema de salud del primer mundo pero no hay presupuesto. Repito que no hay 
presupuesto y se nos plantea un sistema competitivo público-privado, que en el caso de Salud Pública es básicamente restrictivo, 
donde hay poco dinero para inversión, que aunque es más que el otorgado en el Presupuesto restrictivo del Gobierno anterior, no 
alcanza. 


En materia de salarios, todos sabemos lo que es la triste realidad de este Presupuesto: cero aumento de salarios. Se nos dice que 
no vamos a perder poder adquisitivo, pero eso lo tendríamos que ver porque, en primer lugar, ya lo venimos perdiendo desde el 
año 2002. En segundo término, estos salarios de Salud Pública ya hace tiempo perdieron la batalla de la inflación en este país, 
porque son sueldos sumergidos. Nosotros un poco en broma y un poco en serio decíamos que estábamos luchando para que tanto 
el anterior como este Gobierno nos pagaran mal, porque hasta ahora no existimos. Entonces, estamos luchando para que nos 
pague mal. Esta es la situación existente. 


Ahora bien, comparto totalmente -y termino con estas reflexiones- que este sistema competitivo público-privado se va a desvirtuar 
por su base, porque una competencia pública o privada va a provocar un corrimiento de pacientes hacia el sector privado; aquí hay 
que prestar atención, ya que estos usuarios del sector privado no van a tener plata para el tique, para órdenes o para 
medicamentos. Entonces, se va a desvirtuar el carácter preventivo del sistema. Quiere decir que no va a haber atención primaria, 
medicina preventiva, porque solamente van a recurrir a una buena infraestructura cuando tengan el accidente vascular, la patología 
no clásica y no se va a cumplir el carácter preventivo de la salud, desvirtuándose por completo. 


Creemos que de esta manera claramente se va hacia una cronificación del conflicto y que no puede haber un sistema integrado de 
salud -sistema del primer mundo- con médicos que ganan $ 5.000. Hasta ahora lo que tenemos sobre el sistema integrado son 
promesas; buenas promesas, seguramente. Sin embargo, vemos que hay una derivación que antes no se planteaba: los sistemas 
privados con fines de lucro ahora están integrados al sistema, es decir, las multinacionales aseguradoras, como Blue Cross and 
Blue Shield y otro tipo de seguros privados. O sea que el Estado va a redistribuir hacia el sector privado, pero que no va a tener la 
misma reglamentación que otros que sí están reglamentados en este país. 


SEÑOR HEBER.- En primer lugar, creo que no da el tiempo como para preguntar sobre el sistema integrado de salud porque es un 
tema que todavía es muy embrionario y deberemos tener muchas reuniones con el Sindicato. 


Por lo que ha expresado la delegación, me preocupan dos cosas. No voy a hacer demagogia; francamente, tal como está 
planteada la situación, no vamos a poder solucionar la reivindicación salarial. Esto es así porque no tenemos Mensaje 
Complementario, no podemos aumentar el gasto y es difícil recortar de otros sectores del Estado el monto suficiente como para 
atender las reivindicaciones justas de los médicos. 


Lo que me preocupa es que la delegación ha dicho que no han podido negociar. ¿No tuvieron un buen diálogo con la señora 
Ministra para atender una situación que es comprensible? El doctor Mantero decía que no negociaron sino que simplemente 
escucharon a la señora Ministra y a las autoridades del Ministerio. 


SEÑOR MANTERO.- Lo hicimos con Olesker. 


SEÑOR HEBER.- A su vez, por las críticas que hacen al sistema integrado de salud, parecería que tampoco están siendo 
escuchados para su diseño. 


Entonces, confesando que va a ser muy difícil que se le pueda dar solución a las justas reivindicaciones salariales, me preocupa la 
falta de diálogo que tienen con el Gobierno. Por encima de su voto o su creencia política, que respetamos, me parece que es de 
orden que exista el diálogo suficiente como para escuchar a quien, en definitiva, representa uno de los temas esenciales del 
Estado, que es el de la salud. 


Me gustaría escuchar un comentario en ese sentido, porque el Parlamento tendría que tratar de actuar para limar las asperezas de 
comunicación, que no me esperaba que tuviera esta Administración nada más y nada menos que con el Sindicato Médico. 


SEÑOR MANTERO.- Cuando dije que no había negociación me refería a que cuando fuimos al Ministerio de Salud Público 
pedimos negociar con los médicos, pero la señora Ministra dijo que era lo mismo hablar con cualquier integrante del equipo. 
Entonces, hablamos con el señor Olesker. 


Nadie nos impidió hablar, pero nada de lo que dijimos se tuvo en cuenta. Ni siquiera se hizo lo que se nos dijo que se iba a hacer. 
Por ejemplo, se nos dijo que iba a haber una equiparación con el Banco de Previsión Social, pero eso desapareció en el proyecto 
final de Presupuesto. Quiero que quede claro que no es que no se nos haya dejado hablar, pero era como hablar a una pared 
porque no se tomó en cuenta nada de lo que dijimos. Pero de ninguna manera hubo un mal trato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al doctor Eduardo Nakle, si me permiten mis colegas, quiero hacer una reflexión 
personal, no como Presidente, sino como integrante de la Comisión, como Senador. 


Creo que se están planteando dos temas distintos, que implican ámbitos y tiempos distintos para su análisis. Uno es el que tiene 
que ver con la cuestión presupuestal y la ausencia de recursos en el Presupuesto para poder contemplar las legítimas aspiraciones 
que tienen los médicos en cuanto a sus retribuciones en Salud Pública. Otro totalmente distinto es el que tiene que ver con el 
sistema nacional integrado de salud y las opiniones que ustedes han vertido al respecto. 


Este es el ámbito para considerar el primer tema, porque es atinente a la Comisión de Presupuesto. Lamentablemente, lo que 
tenemos para decir es que no tenemos reales posibilidades para contemplar sus reivindicaciones. Además, no sólo no tenemos 
posibilidades por la ausencia de Mensaje Complementario, sino por una realidad que tiene el país. Hacer un presupuesto implica 
ponerse en contacto con el país que se quiere, arrancando con el país que se tiene; no se puede elaborar un presupuesto a la 
inversa, arrancando con lo que pensamos que será el país en el año 2009, distribuyéndolo ahora. Es una realidad. Es como tratar 
de salir de un pozo por una escalera y pensar que hay que empezar a subir por el último escalón y no por el primero. Siempre se 
puede pensar que la asignación o distribución podría ser mejor, y seguramente ustedes deben tener sus razones. 


Media hora antes de que ingresara esta delegación se fueron los policías, que ganan unos $ 1.200 mensuales. Esta es la realidad 
que vemos en cada una de las entrevistas. 


Otra cosa es lo que tiene que ver con el sistema integrado de salud. No estoy justificando, para nada, los bajos ingresos que 
perciben, sino diciendo que éstas son nuestras posibilidades. 


Con respecto al Sistema Nacional de Salud me permito discrepar totalmente con las apreciaciones que están haciendo. Es un tema 
que personalmente creo conocer, que desde hace 40 años lo vengo estudiando desde otras actividades. Me parece que tienen una 
visión equivocada, pero entiendo que éste no es el ámbito para discutirlo. Seguramente tendremos por delante semanas, meses, 
tal vez año y medio de discusión sobre el futuro del sistema integrado de salud, por lo que habrá instancias para debatir. No quiero 
decir que no sean legítimas sus apreciaciones, pero no quería dejar de expresar que no las comparto porque no tengo la misma 
visión apocalíptica, aunque entiendo que otros la puedan tener. 


SEÑOR SAN VICENTE.- Tengo entendido que en el Presupuesto hay artículos referidos el sistema integrado de salud, ¿o no es 
así? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay dos artículos. 


SEÑOR SAN VICENTE.- Entonces, si esta es una Comisión de Presupuesto está dentro de los temas el hablar del sistema 
integrado de salud. 


Por otro lado, quisiera hacer una aclaración, porque la opinión que da el Presidente la he escuchado mucho últimamente. Se dice: 
"No hay para los médicos, no hay para los policías". Señor Presidente: un médico con su especialidad necesita 15 años de estudio, 
y si bien considero que un policía tiene todo el derecho del mundo a ganar salarios dignos, no necesita 15 años de estudio para 
cumplir su función. Además, un policía no tiene una responsabilidad médico legal y penal con el paciente, como sí la tiene un 
médico. Si usted quiere comparar los sueldos de los médicos con los de los policías, debería comparar, en todo caso, el sueldo de 
los médicos con el de la jerarquía policial de carrera. 


No discuto que usted conozca sobre el sistema nacional de salud -tiene todo el derecho de afirmarlo- a pesar de no ser médico. 
Ahora bien: nosotros estamos en el tema y lo que decimos es que no puede haber un sistema de salud del primer mundo, como lo 
han propagandeado, con un Presupuesto del tercer o cuarto mundo, y más en salud. Lamentablemente, esto es lo que tenemos 
que venir a decir. 


No puede haber una reforma del sistema de salud contra los médicos. Queremos aclarar que, hoy por hoy, y hasta que el mundo no 
evolucione, en cualquier parte del mundo -en Irán, en Israel, en la Unión Soviética, en Corea del Norte- la pieza clave del sistema 


sanitario es el médico, y a pesar de ser la pieza clave del sistema sanitario, se pretende hacer una reforma en la que en cinco años 
el aumento salarial para los médicos que ganan $ 5.000 es cero. Por eso decimos que no puede haber sistema integrado de salud. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si se interpretó lo que dije como una comparación de actividad, no es así, porque no tiene nada que ver. 
Simplemente quise comentar que durante el día recibimos unas 30 delegaciones y todas vienen a protestar porque los recursos no 
alcanzan. Por tanto, no se trata de una comparación entre policías y médicos, sino entre situación real y posibilidades. No estaba 
comparando profesiones ni capacitación para ejercerlas. 


SEÑOR NAKLE.- Me interesa mucho el punto acerca de por qué hoy están así las negociaciones y por qué se maneja el paro 
médico. Discutiendo brevemente este tema, debemos decir que el conflicto no tiene diez días sino seis meses, y más de diez 
asambleas. Es decir que llevamos mucho tiempo de conflicto para llegar tristemente a la medida que menos queremos, que es la 
del paro. Sabemos que el paro perjudica a la gente, aunque a alguna menos que a otra. Si bien se trata de brindar la asistencia 
necesaria, la vital, hay gente que ha sacado hora para atenderse en la policlínica tres meses antes, y justo le tocaba ser asistido 
ayer u hoy, y lamentablemente perdió su turno. Por más que esa gente no gasta plata en el boleto, porque se le avisa -se toma la 
precaución de llamar a uno por uno desde los respectivos centros- igualmente el daño emocional y la "calentura" de las personas - 
para hablar en forma llana- se entiende. 


A pesar de todo esto, hay que decir que hoy estamos así por algo a lo que hoy hacía referencia el señor Senador Heber: que 
lamentablemente no ha habido diálogo. Ello es tan así que, estando reunidos en una habitación del Ministerio de Salud Pública, 
abordando un tema como el de las comisiones de apoyo -que todos conocen y sobre el que todo el mundo está de acuerdo- se 
piensa y se decide tratar que los contratos se terminen en noviembre del año que viene, pero al día siguiente salen telegramas 
colacionados con 48 horas para ser firmados. Ese es el diálogo y la realidad que existe. Uno no sabe si eso ocurre por mala fe en 
algunos de los casos, o por ineptitud en otros, por más grosera que la palabra se tilde. 


Desde el Sindicato Médico también se ve cómo otros Ministros, en declaraciones públicas, hablan de corporativismo médico, de no 
sé qué y no sé cuánto, quedando totalmente fuera de lugar. Ese es el tema: nosotros parecemos los malos de la película cuando el 
Sindicato Médico está luchando, no por mil millones, sino por dos mil médicos que ganan menos de $ 5.500. Esa es la lucha del 
Sindicato Médico, pero reitero que parece que somos los malos de la película. 


Entonces, creo que es muy difícil negociar así. Y es muy difícil hacerlo -cabe aclarar que a pesar de todo seguimos negociando- 
cuando el señor Baráibar -no el señor Senador- como representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, declara en los 
diarios que "nos miramos el ombligo". ¿Ese es el negociador o mediador que tenemos? Si bien después se excusa telefónicamente 
con los miembros del Comité Ejecutivo del Sindicato Médico del Uruguay, ¿qué podemos negociar con esa persona? 


Por casualidad no se pidió en una asamblea la renuncia del actual ejecutivo del Ministerio de Salud Pública, por tratar de que esto 
mejore. ¿Quién más interesado que el Sindicato Médico del Uruguay en que este conflicto se solucione? De esta forma, se podrá 
seguir adelante con un millón de cosas, como por ejemplo, el sistema integrado nacional de salud, que surgió de las entrañas del 
propio Sindicato, que se acabó de formular en la 8? Convención Médica el año pasado, y en el que se invirtieron miles de dólares 
para que surgiera. Allí estaban claras las bases y la inversión mínima necesaria para que tuviera lugar. No es de apocalípticos 
plantear esto; es una realidad que surge de los estudios, de los números y de un montón de cosas. 


Entiendo lo que dice el señor Senador en cuanto a que no podemos empezar a recorrer la escalera de arriba para abajo, pero hay 
que ser coherentes. Quizás puedo tener la plata para comprarme un auto Mercedes Benz, pero si no la tengo para pagar la patente 
no lo puedo adquirir. 


Nada más. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos totalmente de acuerdo. 


SEÑOR LONG.- Señor Presidente: quisiera dejar clara, por lo menos, nuestra posición en cuanto a los dos temas que se han 
abordado. 


En lo que tiene que ver con las retribuciones personales, si bien obviamente hay limitaciones -como dice el Presidente, señor 
Senador Vaillant- creo que es muy importante reconocer a aquellas personas que tienen trabajos delicados, de mucha 
responsabilidad, y que también implican mucha capacitación. De hecho, hay algunos ejemplos en la Rendición de Cuentas pero, 
lamentablemente, son muy aislados y encapsulados. Por ejemplo, el criterio empleado con la Dirección General Impositiva -en la 
que se da un aumento muy importante- se basa en que cumple una función muy delicada y especializada. El criterio seguido con la 
URSEA y la URSEC tiene las mismas bases y también se da con algunas otras dependencias del Ministerio de Economía y 
Finanzas y algunas áreas del Poder Judicial. 


A pesar de reconocer todas las dificultades que existen, no somos para nada partidarios de igualar hacia abajo, porque creemos 
que eso desalienta a la gente que tiene que hacer trabajos largos de capacitación y, sobre todo, mantenerse al día. Sabemos que 
esto es fundamental para los médicos más que para otras profesiones, porque en ellas el ritmo del avance del conocimiento es más 
lento, como el caso de la mía, en que uno tiene que mantenerse al día, pero no en forma permanente. El caso de los médicos, 
realmente, requiere un esfuerzo muy grande, nada más que para estar al día, más la responsabilidad directa de atender la salud y 
el riesgo de los juicios y demás. 


Aquí, al tratarse de un volumen mayor de personas, los recursos necesarios son mayores y el principio debería ser el mismo. El 
hecho de que algunas funciones las reconozcamos en base a determinados principios y otras que cumplen exactamente los 
mismos principios no las reconozcamos -e incluso se den circunstancias como las que ustedes describen en cuanto al proceso y al 
manejo del tema- nos preocupa enormemente y queríamos dejar en claro cuál es nuestra opinión. 


Creo que el tema del seguro nacional de salud o el sistema integrado de salud es muy discutible y nosotros tenemos 
cuestionamientos y preocupaciones muy grandes. Nos parece, por tanto, que no debería estar incluido en el tratamiento 
presupuestal. 


Lo que nos dicen aquí, por lo menos personalmente, influye sensiblemente en la opinión sobre el tema, porque es verdad que es 
muy difícil llevar adelante cualquier reforma si no está involucrada la gente que opera el sistema. Es como si uno dijera que va a 
hacer una reforma del sistema energético y todos los ingenieros en conjunto opinaran que no va a resultar; habría que pensarlo dos 
o tres veces. 


Pienso que tal vez haya un cierto apresuramiento en el tema y me preocupa que los dos artículos que figuran en el proyecto de ley 
de Presupuesto establecen principios, por lo que una vez aprobados va a ser muy difícil modificarlos. Si bien no se trata de la 
reforma, establecen algunos criterios de ésta. Entiendo, seriamente, que deberíamos ver la posibilidad de dejar sin efecto esos dos 
artículos y analizar el tema. Soy partidario de que, hablando claro, mal y pronto, el toro lo tomemos por las guampas y si tenemos 
dificultades, no eternicemos el problema. Tal vez deberíamos darle su tiempo y no poner dos artículos que no representan toda la 
reforma, pero que después condicionarían su proceso, teniendo en contra, ni más ni menos, que a la gran mayoría de los 
operadores del sistema. 


En resumen, creo que habría que reflexionar sobre este tema y, además, la opinión que ustedes han dado me aumenta las dudas 
que tenía al respecto. 


SEÑOR SAN VICENTE.- Comprendo que este punto que voy a plantear muy brevemente no es atinente al tema presupuestal, pero 
me gustaría exponerlo como una inquietud a los señores Senadores. Quiero señalar que no debemos olvidar que sobre estos 
menguados sueldos actúa un impuesto, que es el fondo de solidaridad universitario, por el que quien gana $ 5.000 debe aportar 
$ 2.500 anuales, y ganando $ 8.000 por todo concepto, debe aportar $ 5.000 anuales, y paga lo mismo el que gana $ 8.000 que el 
que gana $ 300.000. Planteo este tema porque entiendo que es una ley claramente injusta en su sistema recaudador y entiendo 
que en ustedes están las posibilidades para cambiar esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Subcomisión de Audiencias agradece la presencia de los representantes del Sindicato Médico del 
Uruguay. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Médico del Uruguay) 
(Ingresa a Sala la delegación del Plenario Nacional de Organizaciones de Personas con Discapacidad) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el gusto de recibir 
a los miembros del Plenario Nacional de Organizaciones de Personas con Discapacidad (PLENADI). 


SEÑOR VENTURA.- Quien habla es Secretario General del PLENADI y me acompañan la señora Nélida González, Secretaria de 
Recursos, y el señor Jorge Soza, Secretario de Relaciones. 


En nombre del PLENADI, agradecemos al señor Presidente de esta Comisión, don Víctor Vaillant, y a los señores Senadores por 
escucharnos. 


¿Qué es el PLENADI? Es un Plenario Nacional de Organizaciones de Personas con Discapacidad. Nació en el año 1983 y la 
personería jurídica la obtuvo en 1985. De allí en adelante, junto a otras instituciones para personas con discapacidad, se abocó a 
conseguir una ley que amparara a todos por igual. Finalmente, luego de caminar mucho por estos pasillos, se logró la Ley 
N* 16.095 y, con ello, la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado. Actualmente, participamos cuatro delegados: dos en la 
Comisión Honoraria del Banco de Previsión Social y los otros dos en la Comisión de Gestión Social para la Discapacidad, de la 
Intendencia Municipal de Montevideo. Hoy día existen entre 20 a 25 instituciones adheridas al PLENADI. 


El PLENADI es una federación de segundo grado que, a lo largo de estos 22 años de vivir la discapacidad, ha caminado buscando 
mejorar la calidad de vida de todas las personas con discapacidad. Nuestros objetivos principales son: coordinar los objetivos 
comunes de todas sus instituciones integrantes; reivindicar la plena vigencia de los derechos de las personas con discapacidad en 
el Uruguay y en el mundo, y crear y promover nuevas formas que faciliten la total integración de las personas con discapacidad en 
la sociedad actuando por sí o colaborando con instituciones oficiales o privadas La acción del PLENADI abarca a todas las 
personas con discapacidad, cualquiera sea el origen de su impedimento, así como a las instituciones que las representan, en el 
plano nacional e internacional. 


Estamos reconocidos a nivel mundial por la Organización Mundial de Personas con Discapacidad (DPI) y somos considerados 
como Asamblea Nacional por Uruguay y a nivel continental por la Red Iberoamericana de Personas y Familiares con Discapacidad, 
(RIADIS), integrada también por España y Portugal. 


¿Qué hemos hecho a lo largo de estos 22 años de continua y fervorosa lucha para integrarnos a la sociedad? Muchas jornadas de 
trabajo en distintos temas: salud, prevención y rehabilitación, capacitación y orientación laboral, educación, transporte adaptado y 
sexualidad en las personas con discapacidad. 


Hemos colaborado en distintas Jornadas con instituciones adheridas al PLENADI, como ALEMU (esclerosis múltiple), CASEN 
(distrofias, atrofias, etcétera), con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (trabajo y la persona con discapacidad), con el Banco 
de Previsión Social (leyes, pensiones y trabajo). 


También se han hecho 18 Encuentros Nacionales de Adultos y 11 Encuentros Nacionales de Jóvenes con Discapacidad en distintos 
lugares del país. Se llevan hechos 13 Encuentros Regionales, con la participación de panelistas especializados en todas las 
temáticas. Estamos en la Feria del Libro y el Grabado y en Integra V (Intendencia Municipal de Montevideo). 


En términos generales, somos considerados a nivel de organismos internacionales y a través de documentos (Plan de Acción 
Mundial, Normas Uniformes, declaraciones, manifiestos, etcétera), como a nivel nacional a través de leyes, decretos, etcétera, con 
derecho a ser tenidos en cuenta sobre las influencias que puedan ejercer en cuanto a la adopción de políticas gubernamentales 
sobre la temática de referencia, así como otorgarles apoyos para su organización y desarrollo y en el orden económico- financiero, 
partidas capaces de cubrir sus necesidades de gastos e inversiones, afianzando así sus objetivos y metas en el orden social 
comunitario. 


En el orden nacional, el artículo 6” de la Ley N* 16.095, de 26 de octubre de 1989, con respecto al "Amparo del Estado", nos indica: 
"El Estado prestará a los discapacitados el amparo de sus derechos en la medida necesaria y suficiente, que permita su más 
amplia promoción y desarrollo individual y social. Dicho amparo se hará extensivo y en lo pertinente: a las entidades de acción 
social con personería jurídica, cuyos cometidos específicos promuevan la prevención, desarrollo e integración de las personas 
impedidas". 


Cabe expresar que nuestra organización PLENADI obtiene desde hace varios años una subvención estatal, que para los años 2004 
y 2005 se fija en $ 87.816, con el fin de cubrir sus necesidades de orden económico-financiero, con una base inicial de $ 50.000 
anuales -de acuerdo con la Ley N* 17.736, del 5 de enero de 1996- ajustada luego según las normas vigentes de actualización. 
Esta cifra de $ 50.000 anuales representó, tomando en cuenta el total de las partidas que integraban los artículos 618 y 619 de la 
Ley N* 17.736, el 0,149% de $ 33:547.791, que se distribuyó entre 27 instituciones, asociaciones, institutos, comisiones, juntas, 
movimientos, centros, reparticiones estatales y paraestatales, etcétera, a nivel nacional. 


Es evidente, a esta altura de los acontecimientos, que nuestra organización PLENADI necesita tener, dentro de las pautas 
presupuestales de gastos e inversiones para el Ejercicio quinquenal 2006-2010, una actualización de su base de $ 50.000 anuales 
como subvención estatal, lo que llevaría no sólo a contemplar por parte del Estado lo indicado anteriormente, sino a darle un apoyo 
real a su Presupuesto de Gastos e Inversiones, que posibilite concretar sus objetivos y alcances en una franja social que llega a un 
7,6% de la población de nuestro país: unas 210.500 personas. 


En ese sentido, aspiramos a que dicha autorización llegue a $ 200.000 supliendo los $ 50.000 iniciales. 
Agradecemos desde ya su atención. 


SEÑOR SOZA.- Buenas tardes al señor Presidente y a todos los integrantes de la Comisión. Antes que nada, agradecemos 
nuevamente el habernos recibido en la tarde de hoy. 


Voy a ser breve, ya que además de la Secretaría de Relaciones que ejerzo desde hace un año, estoy desde hace diez años 
coordinando los encuentros regionales, nacionales y jornadas del PLENADI. 


Como decía el compañero Secretario General, llevamos 18 encuentros nacionales en 22 años de vida como institución, 14 
encuentros regionales y 11 encuentros nacionales de jóvenes con discapacidad. Con estos eventos buscamos concientizar no 
solamente a las personas discapacitadas, familiares y amigos, sino también a toda la comunidad donde se centran dichos eventos. 
Hasta este momento solamente nos faltaría hacer encuentros nacionales en Minas y en Rocha; los demás departamentos ya han 
sido visitados por nuestra organización y por panelistas que están comprometidos en las diferentes áreas de la discapacidad: 
rehabilitación, educación, capacitación laboral, inserción laboral, salud, etcétera. En cada encuentro nacional nucleamos alrededor 
de 300 personas, entre discapacitados, colaboradores, amigos, educadores y todos quienes se sienten comprometidos con la 
problemática. 


Entonces, haciendo una suma rápida, entre 7.000 y 10.000 personas en estos 22 años de vida han tenido la posibilidad de asistir a 
encuentros de esta naturaleza que generan un verdadero impacto. Es por esto que las personas discapacitadas que están 
comprometidas a participar y a quienes se les invita, muchas veces están imposibilitadas de concurrir por la sencilla razón de no 
contar con un sustento económico que les permita transportarse al lugar y, además, porque a veces los recorridos 
interdepartamentales son extremadamente largos, no resultando accesibles para muchos tipos de discapacidades. 


Por estos motivos, solicitamos el apoyo de esta Comisión para aumentar nuestra subvención -tal como manifestó nuestro 
Secretario General- ya que dichos recursos serán volcados en beneficio de las propias personas discapacitadas, familiares y 
amigos, con la finalidad de ir concientizando, poco a poco, y llevando la información al departamento de origen porque hay 
distancias que son muy largas -la mayor desde Montevideo está a 750 kilómetros- y realmente la información no llega como 
debiera. 


Si lo analizamos -tenemos referencias de que es así- encontramos que, por ejemplo, en San José, Canelones, Maldonado y la 
capital, la información de muchos Entes del Estado no llega en forma clara. Lo que se trata en una oficina del Banco de Previsión 
Social en Montevideo no es lo mismo que en San José, Canelones o Maldonado. Esto es lo que nos motiva cada vez más a llevar 
la información al destinatario lo más cercanamente posible a sus hogares, para que no se trasladen y puedan recibir todo de 
primera mano. 


Siempre que tenemos la posibilidad de concurrir al Palacio Legislativo para asistir a estas Comisiones, lo hacemos como seres 
humanos con discapacidad y con la idea de reclamar la pronta reglamentación de la Ley N* 16.095. Este año vamos a hacer la torta 
con una velita más, porque esta ley es de 1989, pero hasta el momento no ha sido reglamentada. 


Muchas gracias. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quería dejar constancia de que estas partidas de subsidios y subvenciones, que se destinan a una serie 
de instituciones, figuran en la columna del año 2006, porque se van a ir ajustando por medio de la Rendición de Cuentas. Ese es el 
motivo de que aparezca sólo el año 2006. 


Por otra parte, es cierto que esta partida de $ 90.022 es pequeña, pero quiero decir que tomaremos en cuenta el planteo que nos 
están haciendo en este momento. Al parecer, uno de los problemas que tenemos es una dispersión de partidas. 


En realidad, quisiera dejar constancia de que existe un "Debe" con la problemática de la discapacidad en el Uruguay, que tiene que 
ver con que todavía no hemos construido una política nacional con relación a este tema. Me refiero a la posibilidad de abarcarlo 
integralmente. Lo que se ha hecho han sido remiendos -no encuentro otra expresión- porque hemos ido otorgando partidas a gente 
que se auto- organiza para salvar una dificultad. 


De manera que, reitero, en mi opinión esto es algo que tenemos en el "Debe" en el país. Quería dejar constancia de ello, porque 
tenemos la aspiración de que, en la medida en que se pueda organizar la salud y las posibilidades de la gente de otro modo, vamos 


a poder hincar el diente a este tipo de problemas. Si los seguimos abordando de a uno, siempre vamos a terminar aplicando 
remiendos. 


Con relación a la solicitud de reglamentación de la Ley N* 16.095, en verdad debo informarme, pues no tengo claro cuáles son las 
razones y por qué no se ha hecho tratándose de una ley de hace tanto tiempo. 


SEÑORA DALMAS.- Con relación a lo que planteaba la señora Senadora Topolansky, quería aclarar que en la Comisión de 
Población, Desarrollo e Inclusión del Senado estábamos analizando, antes del ingreso del Presupuesto, un proyecto de ley 
presentado por el señor Senador Long, que intenta -no quiere decir que se logre- reglamentar parte de la Ley N* 16.095 e ir 
haciendo una recopilación de normas, abordando este tema en forma general. Estamos en los comienzos del análisis de ese 
proyecto; por lo tanto, puede sufrir muchos cambios, no lo sabemos. De todos modos, es un intento de recopilación que puede 
permitir visualizar desde hoy y desde aquí el tema de la discapacidad en su totalidad. Por supuesto que con esto no quiero decir 
que el tema se agote en ese proyecto de ley, pero por lo menos debe quedar claro que estamos intentando avanzar. 


SEÑOR LONG.- Quiero dejar dos constancias. 


En primer lugar, conozco la acción del PLENADI desde hace mucho tiempo, por lo que quiero dejar constancia del reconocimiento 
hacia esta organización que tiene que ver con el tema de la discapacidad y que realiza una cantidad de actividades que sus 
representantes han descrito muy sintéticamente pero que, en realidad, son muchas más si las desplegaran en detalle, como lo han 
hecho en otras ocasiones. 


En segundo término, sobre lo que decía la señora Senadora Dalmás, efectivamente nosotros estamos trabajando en la Comisión 
por una ley que en alguna medida trata de complementar -no de sustituir; eso es muy importante- la Ley N* 16.095, que se va a 
mantener en su totalidad. Se trata de complementar algunos aspectos que allí no estaban incluidos, dentro de los muchísimos que 
hay para legislar en la materia. En algunos casos, como lo mencionaba la señora Senadora, trata de fijar las cosas con una mayor 
precisión, o sea, no quedándose en el enunciado general sino yendo a términos muy concretos. Por ejemplo, en el famoso tema de 
las barreras físicas, se fija un plazo para que éstas sean definitivamente eliminadas de las áreas públicas, porque se han seguido 
distintas políticas según cada Intendencia. Como la ley no estableció un plazo perentorio para terminar con el tema, éste se viene 
arrastrando desde hace 16 años, como muy bien lo dijo el señor Presidente del PLENADI. 


Entonces, esta es la filosofía: la Comisión fijó como plazo hasta el 15 de noviembre -se supone que les tendría que haber llegado la 
notificación por escrito y espero que así haya sucedido- para recibir sugerencias, comentarios, modificaciones, correcciones, cosas 
que se quieran agregar o eliminar. 


SEÑOR ALFIE.- Quiero realizar una consulta acerca de algo que quizás haya que corregir en el proyecto de Presupuesto. Entiendo 
que el nombre de la institución es "Plenario Nacional de Organizaciones de Personas con Discapacidad". Ahora bien; no 
encontraba la partida, pero mirando el número, observo que dice "Plenario Nacional del Impedido". Entonces, quiero preguntar a la 
delegación si debemos dejar ese nombre o ponerle el otro, porque si la personería jurídica es otra, no hay forma de pasarle los 
recursos. 


SEÑOR VENTURA.- El nombre es "Plenario Nacional del Impedido". Como hace muchos años que la palabra "impedido" se dejó 
de usar, se agregó lo de "Plenario Nacional de Organizaciones de Personas con Discapacidad", que es a lo que nos referimos, 
porque todos, ante que nada, somos personas. Pero por eso no deja de ser "Plenario Nacional del Impedido". 


SEÑOR ALFIE.- Entonces, el nombre de la personería jurídica es "Plenario Nacional del Impedido". 
SEÑOR VENTURA.- Así es. 
Si se me permite, cedería el uso de la palabra a la Secretaria de Recursos, señora Nélida González. 


SEÑORA GONZALEZ.- Buenas tardes. Deseo reiterar los agradecimientos de los compañeros por la deferencia de la Comisión al 
habernos brindado este espacio para que pudiéramos ser escuchados. 


Con respecto al PLENADI, debemos hablar de los cursos de capacitación y orientación vocacional para los jóvenes y adultos con 
discapacidad, y del aporte de los docentes del CODICEN, en la sede de la Fundación PROCARDIAS: computación, compostura de 
calzado, cocina, electricidad, encuadernación, teatro, manualidades, etcétera. Estos son egresos fijos del PLENADI junto a UTE, 
ANTEL, mantenimiento de la sede social, artículos de limpieza, artículos de escritorio, impresos y fotocopias en general, 
consumiciones, gastos de representación, encomiendas y franqueos, honorarios profesionales y timbres complementarios, en 
movilizaciones como transporte adaptado para personas con discapacidad severa, taxis, ómnibus interdepartamentales, traslados 
al interior, pagos de cuotas a instituciones del exterior, varios, etcétera. 


Atento a ello, debemos considerar que los ingresos actuales -tomando como base la subvención estatal, las cuotas sociales que 
cada institución afiliada debe satisfacer mensualmente; algunas donaciones o colaboraciones, contribuciones que personas o 
empresas de plaza y también organismos oficiales, en ciertas circunstancias puntuales, nos hacen llegar- no permiten cubrir todos 
los gastos e inversiones que una institución de este carácter, con objetivos, metas muy concretas y con un desenvolvimiento en 
plaza desde hace 22 años, merece. 


Es evidente, a esta altura de los acontecimientos, que nuestra organización PLENADI necesita tener, dentro de las pautas 
presupuestales de gastos e inversiones en elaboración para el ejercicio quinquenal 2006-2010, una actualización de su base de 
$ 50.000 anuales como subvención estatal, lo que llevaría a no solo contemplar por parte del Estado lo indicado anteriormente, sino 
a darle un apoyo real a sus presupuestos de gastos e inversiones que satisfagan y permitan concretar sus objetivos y alcances en 
un área social que llega a un 7,6% de la población de nuestro país, es decir, unas 210.500 personas. 


En ese sentido, aspiramos a que dicha actualización llegue hasta $ 200.000 anuales supliendo a los $ 50.000 iniciales ya indicados. 


Hemos quedado relegados en cuanto al ajuste de dicha partida, por eso debemos suspender varias jornadas de trabajo, regionales, 
encuentros y asambleas en el exterior. 


Felicitamos y nos congratulamos al ver la voluntad política y la gran sensibilidad demostrada al otorgar una subvención de $ 50.000 
para AUNPPAI y el CEI. 


Los señores Senadores deben comprender que una institución de segundo grado -las otras son FUAP y Coordinadora de Ciegos- 
con una trayectoria de 22 años y con fines, objetivos, logros, realizaciones, movilizaciones, servicios educacionales, de inserción 
laboral, etcétera, merece realmente tener una subvención digna y acorde a las circunstancias. 


Si tenemos en cuenta que el señor contador Danilo Astori ha dicho que se ha incrementado la recaudación en un 17%, creemos 
que sería muy justo que nos subieran la subvención estatal en más de un 2,5%. 


Hemos sumado todas las partidas que integran los artículos 408, 409, 411 y 412 del Inciso 21 de la Ley de Presupuesto Nacional 
de Gastos e Inversiones para el año 2006, en principio, y nos da $ 675:795.879. Esto indica que, para las instituciones que integran 
el artículo 408 -que el propio Poder Ejecutivo determina que se orientan a la protección, cuidado y desarrollo de los sectores 
sociales críticos y que suman $ 17:054.105- el porcentaje, con relación al total indicado, sería de 2,52%. 


SEÑOR SOZA.- Antes de despedirnos, quiero recordarles -aunque creo que muchos de ustedes lo saben- que el 9 de diciembre es 
el Día Nacional de las Personas con Discapacidad y va a haber varios movimientos en ese sentido, sobre todo en el ámbito de 
nuestra Federación, que fue una de las que promocionó mucho ese día. 


(Se retira de Sala la delegación del PLENADI) 
Material proporcionado por la delegación del PLENADI 
(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Procuradores de Defensorías del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el gusto de recibir 
a la delegación de la Asociación de Procuradores de Defensorías del Uruguay. 


SEÑORA RIZZI.- Muchas gracias por recibirnos. 


El objetivo de nuestra presencia aquí es solicitar que se nos mantengan los derechos adquiridos a los funcionarios que nos 
encontramos ocupando actualmente el cargo de Procurador con título de procurador y el cargo de Procurador con título de 
abogado o escribano, sobre las siguientes premisas: 


a) En el proyecto de Presupuesto no se contempla nuestro derecho al ascenso. 


b) No poseemos grado, lo que nos perjudica a los efectos, por ejemplo, de traslados a otras dependencias del Poder Judicial u 
otros organismos públicos. 


c) Los procuradores con título de abogado pierden la preferencia a ser designados Defensores de Oficio. Asimismo, si lo fueren, 
pierden el derecho a la opción de ejercer este cargo en carácter de "part-time". 


d) Poseer una asimilación porcentual al salario del Defensor de Oficio de tiempo incompleto, que actualmente es el 75% de todos 
sus ingresos. 


e) Continuar ejerciendo libremente la profesión de procurador, abogado o escribano. 


A estos efectos propondríamos modificar, agregar o intercalar en el artículo 372 del Inciso Poder Judicial, cuando habla de la 
creación del Escalafón VII, proponiendo la siguiente redacción: 


"Los profesionales de las Defensorías de Oficio, que ocupen el cargo de procurador con título de procurador (4 años) o el cargo de 
procurador con títulos de procurador y abogado o escribano (6 años) a la vigencia de la presente ley, mantendrán todos sus 
derechos. El ejercicio libre de la profesión de procurador, abogado y/o escribano en todas las materias. Tendrán prioridad para ser 
nombrados Defensores de Oficio y optar en desempeñar este cargo en carácter de tiempo incompleto. 


Las retribuciones de los funcionarios que ocupen el cargo de Procurador con título de Abogado o Escribano siempre serán el 
equivalente al 75% de todas las retribuciones, compensaciones, equiparaciones y prerrogativas funcionales que perciba el 
Defensor de Oficio de tiempo incompleto. El grado del cargo de procurador con título profesional de abogado y/o escribano será 
igual a la del Defensor de la Capital o grado 15, o del Defensor del Interior o grado 14, según el lugar de desempeño del cargo". 


Ahora vamos a hablar de los fundamentos que tenemos para solicitar esto; ninguno de los requerimientos son nuevos, ya que 
estaban contemplados en leyes anteriores. "a) Tener una real carrera administrativa y un real derecho al ascenso. El procurador, el 
escribano, el abogado, que ocupa el cargo de procurador deben tener derecho al ascenso y la única forma es que se le asigne el 
grado acorde a su profesión y a la función autónoma que desempeñan, lo que le permite acceder a los ascensos. En su escalafón 
debe tener un grado igual al Defensor de la Capital si está asignado a ese departamento, o del Interior si está asignado en el 
mismo. Y ambos poder tener derecho a un ascenso, ejemplo a Director de Defensorías y a Sub Director de las Defensorías. De lo 
contrario sería una norma Inconstitucional que imposibilitaría el ascenso de hecho a los funcionarios que ocupan esos cargos y 
poseen esas profesiones. 


b) Fundamento de hecho del grado de los cargos de procurador con título de procurador y de procurador con título de Abogado y/o 
escribano: 


1. La función de los cargos se desempeña con total autonomía funcional y con identidad profesional. 
El profesional que ocupa el cargo de procurador con título de procurador realiza el seguimiento del procedimiento judicial de los 


expedientes que estén a su cargo". Es decir que concurre a los Juzgados, controla cómo va el expediente, da información, etcétera. 
El que además es abogado o escribano asesora en forma legal, de acuerdo con sus conocimientos. Además, por ley, está 


autorizado a concurrir a audiencias, o sea que realiza una tarea igual, similar al de Defensor cuando el exceso de trabajo así lo 
requiere. 


El grado propuesto ayuda y lleva a cumplir con el artículo 61 de la Constitución que, precisa y expresamente, determina que los 
funcionarios públicos deben tener derecho al ascenso. Asimismo, la Ley N* 16.127 también lo contempla en el artículo 8*, inciso 1, 
que está mencionado en la documentación que hemos aportado. 


"El grado debe permitir a los profesionales tanto procuradores, como procuradores con título de abogado o escribano, encontrarse 
en una estructura escalafonaria que le permita ascender." La gran mayoría de los funcionarios hace más de 20 años que estamos 
desempeñando estos cargos y no hemos tenido derecho a ascenso. Inadvertidamente ha sucedido esto, por eso decimos que si los 
señores Senadores contemplan el proyecto estaremos en el grado inferior del escalafón, sin que se proponga para el Escalafón 7 
ningún grado lo que, como decíamos, nos ocasiona graves perjuicios. 


Con respecto a los procuradores con título de abogado que tienen preferencia para acceder al cargo de Defensor, podemos decir 
que esto está establecido en el artículo 135 de Ley N* 16.462 que dice: "Para acceder a cargos vacantes de Defensor de Oficio 
tendrán preferencia los procuradores del Poder Judicial que posean título de abogado". Por tanto, en este proyecto de ley esto se 
desvirtúa y nos perjudica. 


Posteriormente -en este texto que hemos entregado- hacemos una breve reseña de cuáles son los objetivos. 


Con la autorización del señor Presidente, cedo la palabra al doctor Waldemar Fernández para que siga explicitando la 
fundamentación de nuestros derechos. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Agradezco, en nombre de los compañeros de la Asociación, que la Comisión nos haya recibido a efectos 
de presentar nuestras inquietudes. 


Continuando con lo que decía la compañera Rizzi, entre nuestras aspiraciones estaría la de poseer -esto figura en el literal d)- una 
asimilación porcentual al salario del Defensor de Oficio de tiempo incompleto, o sea, el 75% de todos sus ingresos. 


En primer lugar y sobre todas las cosas queremos continuar manteniendo nuestros derechos adquiridos. Por su parte, en el artículo 
185 de la Ley N* 16.462, establece justamente que "Las retribuciones de los funcionarios con cargo de Procurador que posean 
título de abogado o escribano, será el equivalente al 75% a lo que percibe el Defensor de Oficio de tiempo incompleto". 


Además existe, como tercer fundamento para nosotros los funcionarios procuradores, el exceso de trabajo y responsabilidad con la 
que asumimos el cargo y la tarea profesional. Los procuradores, compartimos con los profesionales que ocupan el cargo de 
Defensor de Oficio todas las tareas técnicas y de asesoramiento de las Defensorías de Oficio. Los procuradores con título de 
abogado pueden concurrir a las audiencias debidamente autorizados y si el exceso de trabajo así lo requiere. Este fundamento está 
establecido en el artículo 134 de la Ley N* 16.001, reglamentada por acordadas N* 7058/90 circular N* 22 y N* 7421/01 circular 21. 


Para hacer referencia a nuestro trabajo, los procuradores queremos dejar presente que atendimos en el año 2004 en todo el país 
junto con los Defensores de Oficio, 240.000 personas y 67.000 audiencias. Asesoramos profesionalmente al público, como 
abogados y escribanos, realizamos demandas, contestación de demandas, escritos de trámite, audiencias, intimaciones, 
citaciones, etcétera. Reitero -porque lo dijimos anteriormente- concurrimos a las audiencias. 


Además, otro punto que ya dejamos explicitado, es que aspiramos a poder seguir ejerciendo libremente nuestra profesión de 
escribano o de abogado, concomitantemente con nuestra función de procurador en la Defensoría de Oficio. 


Pienso que rápidamente hemos explicado lo que queríamos comunicar. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Esta redacción que modifica el artículo 372 refiere al inciso que empieza diciendo: "La creación del 
Escalafón 7". Es la sustitución de este Inciso. 


SEÑORA RIZZI.- No, señora Senadora. En realidad se anexaría un inciso más, porque acá se crea la estructura. Como verán los 
señores Senadores aquí en la estructura no tenemos grado e inadvertidamente se pierden todos los derechos que teníamos. 
Entonces, agregando como un nuevo inciso se comprendería y solucionaría toda esta situación. 


SEÑORA TOPOLANSKdY.- El otro tema que planteaba del 75% ¿también está contemplado en esta redacción? 
SEÑORA RIZZI.- Sí, señora Senadora, está contemplado. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Con esta redacción, es decir, con la inclusión de otro inciso en el artículo 372, ¿quedarían 
contempladas sus aspiraciones? 


SEÑORA RIZZI.- Así es. No se trata de una reivindicación económica, sino de no perder, sin querer, derechos adquiridos. 


SEÑOR NUÑEZ.- Según ustedes, esta norma que dice que el cargo con título de abogado o escribano equivaldrá al 75%, ya está 
incluida en una ley anterior. Ahora bien, ¿se está pagando eso? 


SEÑORA RIZZI.- Exactamente, señor Senador. 
SEÑOR NUÑEZ.- O sea que esto no tiene costo, por lo que no necesita un Mensaje Complementario. 


SEÑORA RIZZI.- Como puede haber algún malentendido y hay imprecisiones en este proyecto de ley respecto a cuáles van a ser 
los ingresos del Defensor, lo que tiene que ver con nosotros puede llevar a confusiones. Debe entenderse que nosotros queremos 
el 75% de todos los ingresos que percibe el Defensor de Oficio; si se llegara a crear algún accesorio para ellos, nosotros debemos 
vernos beneficiados de igual manera, ya que compartimos la responsabilidad de llevar adelante la Defensoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al doctor Villalba, quisiera saber si han conversado de esto con las autoridades del 
Poder Judicial. Como saben, en este momento estamos en conversaciones con las autoridades de la Suprema Corte de Justicia, y 
existe la posibilidad de mejorar el Presupuesto en tanto nos acerquemos al Mensaje que el Poder Judicial había enviado. Con 
franqueza debo decir que me resulta difícil entender esto sin tener la visión del Poder Judicial; resultaría mucho más fácil incluirlo 
en el acuerdo que estamos intentando lograr con el Poder Judicial. 


SEÑORA RIZZI.- Hemos presentado una solicitud escrita. Lo que sucede es que somos un grupo de entre 100 y 120 procuradores 
que inadvertidamente no fuimos tomados en cuenta por la Asociación de Funcionarios. Repito que esto ocurrió en forma 
inadvertida. Por tanto, planteamos nuestra inquietud a la Dirección General cuando advertimos esto, ya que en definitiva no 
estamos planteando nada diferente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que este es el momento ideal para que ustedes se pongan en contacto con las autoridades de 
la Suprema Corte de Justicia, porque en este momento estamos conversando para el acuerdo definitivo. Si ellos incluyen este 
tema, será tenido en cuenta. 


SEÑORA RIZZI.- Precisamente, como luego de aprobada la ley nada la puede cambiar, no queríamos perder esta oportunidad de 
hacer el planteo, ya que no volveríamos a tenerla hasta dentro de cinco años y nos veríamos muy perjudicados. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Justamente, lo que estamos acordando con la Suprema Corte de Justicia es lo que va a ir en la ley. Si 
ellos nos proponen que incluyamos este artículo, será aprobado. 


SEÑOR VILLALBA.- Deseo hacer una aclaración con respecto a la pregunta anterior del señor Senador. El artículo 372 está 
creando escalafones sin grado. Evidentemente, esto representa un desdibujamiento del servicio que se reestructura, ya que no 
puede haber definición de escalafón sin grado. Incluso, desde el punto de vista práctico puede haber problemas con los que hacen 
los sistemas de computadora a efectos de la liquidación. Me parece que este artículo necesita un complemento técnico que es la 
graduación escalafonaria de grado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. Creo que el tema nos ha quedado claro y espero que hayan 
recibido el mensaje. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Procuradores de Defensorías del Uruguay) 
Material proporcionado por la Asociación de Procuradores de Defensorías del Uruguay 
(Ingresan a Sala funcionarios abogados del Escalafón "N" de la Procuraduría del Estado en lo Contencioso Administrativo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Finalizando esta extensa jornada, tenemos el agrado de recibir a los funcionarios abogados del Escalafón 
"N" de la Procuraduría del Estado en lo Contencioso Administrativo, que han pedido una audiencia con esta Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores para referirse, naturalmente, al Presupuesto que se está 
analizando. 


SEÑOR BARTABURU.- Quienes aquí estamos somos Abogados Adjuntos de la Procuraduría del Estado en lo Contencioso 
Administrativo y venimos en representación de todos los Abogados Adjuntos, que somos nueve. Creímos prudente concurrir sólo 
tres para no transformarnos en una delegación multitudinaria. 


La Procuraduría del Estado en lo Contencioso Administrativo es un organismo de creación constitucional, que tiene por función 
dictaminar en todos los asuntos sometidos a la jurisdicción del Tribunal de lo Contencioso Administrativo en los que se reclama la 
anulación de algún acto administrativo. Es un organismo con competencia nacional, a diferencia de otros cargos que también 
emiten dictamen, como por ejemplo las Fiscalías, que tienen competencia territorial o por materia. Como dije, la Procuraduría del 
Estado en lo Contencioso Administrativo tiene competencia nacional, es decir que emite sus dictámenes previamente y en el último 
momento antes de que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo dicte su sentencia. Se trata de una función eminentemente 
jurisdiccional, de alta especialización técnica, pues atiende asuntos de toda índole, administrativa, tributaria, etcétera. 


En definitiva, este organismo, conjuntamente con el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, son los controladores de la legalidad 
de la actuación de todo el Estado. Sus funcionarios son técnicos y, por esto que acabamos de decir, tienen que ser altamente 
especializados. Tienen incompatibilidades para el ejercicio de la profesión de abogado y, por todas estas razones, desde hace 
muchísimos años nuestros cargos han estado equiparados a otros cargos técnicos del Poder Judicial. 


Solamente durante la época del Gobierno de facto hubo alguna "desequiparación" -por decirlo de alguna manera- que fue corregida 
en el año 1986 por una Ley de Presupuesto que restableció las equiparaciones, fijando una escala de equiparaciones entre los 
cargos de la Procuraduría y los del Poder Judicial. Fue así que el cargo del jerarca máximo de la Procuraduría -es decir, el del 
Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo- está equiparado a los cargos de Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia; el cargo inmediato inferior es el del Procurador Adjunto del Estado y está equiparado al de los Ministros de Tribunales de 
Apelaciones, y nuestros cargos de Abogados Adjuntos al cargo de Secretario Letrado de la Suprema Corte de Justicia. 


Esta equiparación, recreada en el año 1986, fue reafirmada en el año 1992 por la Ley N* 16.320, que dispuso que los cargos y 
retribuciones del Escalafón "N" continuarán equiparados a los del Poder Judicial por todo concepto. Por tanto, nuestras 
retribuciones continuaron estando equiparadas al cargo que acabo de señalar, es decir, al de Secretario Letrado de la Suprema 
Corte de Justicia. 


SEÑORA TOPOLANSKI.- Le pediría que nuevamente dijera a qué Ley está haciendo referencia. 


SEÑOR BARTABURU.- Con mucho gusto. Las primeras normas que crean la equiparación después de la época del gobierno de 
facto son los artículos 402 y 411 de la Ley de Presupuesto N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


La segunda norma que mencioné es el artículo 304 de la Ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 1992, que dice que nuestros 
cargos continuarán equiparados por todo concepto. Esta disposición fue posteriormente confirmada en su vigencia por el artículo 


377 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996 y reiterada por el Decreto N* 200/997, del año 1997, en su artículo 119. 


Hasta este momento no existía absolutamente ningún problema y la equiparación venía funcionando perfectamente, tal como había 
sido establecida. Sin embargo, algunas normas de más reciente creación y alguna que se proyecta en la Ley de Presupuesto a 
consideración del Parlamento, tienden a dejar sin efecto esta equiparación. La primera a la cual me referí es el artículo 456 de la 
Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001. Esta norma estableció una partida global anual para los funcionarios técnicos del Poder 
Judicial, que se denominó partida de perfeccionamiento académico. Pero el inciso segundo de este artículo que crea este beneficio 
-que de acuerdo con las normas generales de equiparación que estaban vigentes debió habernos correspondido también a los 
funcionarios técnicos abogados de la Procuraduría del Estado- dispone que las partidas otorgadas no integran la base de cálculo 
de cualesquiera equiparaciones. En los hechos, esto implicó dejar sin efecto la equiparación por todo concepto, como dice el 
artículo, que se venía dando hasta ese momento. Sin embargo, los funcionarios del Ministerio Público y Fiscal, con equiparaciones 
con funcionarios técnicos del Poder Judicial y también excluidos, entonces, en este beneficio de la equiparación obtuvieron, en su 
momento, el artículo 332 de la misma ley, que estableció una partida global anual con destino a capacitación técnica. Los señores 
Senadores podrán observar la similitud, incluso, en la terminología que se utiliza, cuando se habla de partida de perfeccionamiento 
académico para los funcionarios técnicos del Poder Judicial, partida para capacitación técnica. Por lo tanto, de otra forma lograron 
compensar aquella "desequiparación" que se había producido en los hechos, por el artículo, con una partida realmente equivalente. 


Nosotros nos hemos permitido redactar una norma a los efectos de corregir esta situación, la que vamos a hacer llegar a los 
señores Senadores en un memorándum que dejaremos ni bien terminemos esta exposición. 


Esta sería, entonces, la primera inquietud que nos mueve a esta visita al Parlamento. 


La segunda inquietud no tiene que ver con una norma vigente, sino con una proyectada, que por el mismo procedimiento sigue 
tendiendo a dejar sin efecto aquello que en algún momento se entendió que tenía que ser igual. Es decir que se trata de igualdad 
de retribuciones con cargos que no necesariamente deben tener idéntica función o idénticas características, pero que en su 
momento los Legisladores de la época o de varias épocas -como he dicho, fue en sucesivas épocas que se fue refrendando esta 
equiparación- entendieron que era justo y procedente que los cargos en su retribución, ya fuera por su jerarquía o por las 
responsabilidades que involucraran, estuvieran equiparados a esos otros cargos técnicos del Poder Judicial. 


La segunda norma a la que me voy a referir, como recién mencioné, no está vigente, sino que es una disposición proyectada. Me 
refiero al artículo 363 del actual proyecto de Presupuesto que agrega una retribución adicional por incompatibilidad, a abonarse a 
los funcionarios técnicos, a los Magistrados y a otros funcionarios del Poder Judicial no Magistrados. Este artículo en su inciso 
segundo, usa el mismo procedimiento y el mismo texto, estableciendo que esta partida no integrará la base de cálculo de 
cualesquiera equiparaciones. 


Son conocidas -así lo creemos nosotros- las gestiones que están encaminadas por los Magistrados del Ministerio Público y Fiscal, 
a fin de que esta "desequiparación" que establece este inciso segundo que acabo de leer, no los afecte. Entendemos que a este 
respecto ya hay algún texto proyectado -por supuesto, ignoramos cuál será su destino- tendiente a que estos funcionarios 
Magistrados del Ministerio Público no queden "desequiparados" en este beneficio. Nosotros entendemos que correspondería que 
también fuéramos incluidos en esa eliminación de la "desequiparación". 


Prácticamente, esto es lo que tenemos para exponer. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Entonces, ¿cómo quedaría redactado este artículo 363? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se debería eliminar el inciso segundo. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- El inciso segundo del artículo 363 dice así: "Dicha retribución no integrará en ningún caso la base de 
cálculo de otros sueldos, con excepción de los Fiscales del Ministerio Público y de los Ministros del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo". Nosotros deberíamos agregarnos aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, deberían agregarse ahí o, de lo contrario, se tendría que eliminar todo el inciso para que no establezca 
ninguna "desequiparación". Sucede que esto está referido al ingreso de funcionarios que no revisten en el Poder Judicial, sino que 
lo hacen en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura. Por lo tanto, sus remuneraciones integran ese presupuesto que no tiene 
iniciativa del Poder Judicial por estar asociados los sueldos de unos con otros y, cuando se resuelven los sueldos del Poder 
Judicial, también se están resolviendo los sueldos de los funcionarios del Ministerio de Educación y Cultura. En este caso, se 
establece la excepción de los Fiscales del Ministerio Público y de los Ministros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
dejando afuera a los Secretarios Letrados. 


SEÑOR ALFIE.- Esta última parte del inciso segundo fue agregada en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo original desenganchaba a todos y, a partir de la consideración en la Cámara de Representantes, 
se fueron reenganchando algunos y, espero que suceda lo mismo con ustedes. 


SEÑOR BARTABURU.- En definitiva, si bien ahora nosotros estamos en representación de los abogados adjuntos de la 
Procuraduría, la "desequiparación" afecta a todo el Escalafón "N", es decir, desde el Procurador del Estado en lo Contencioso 
Administrativo y, nosotros, los abogados adjuntos que estamos en ese tercer escalón. 


SEÑORA GORGA.- Al margen de lo que manifestó en forma excelente nuestro compañero, el doctor Bartaburu, quería acotar que 
nosotros somos nada más que 11 funcionarios y que el espectro de casos que ingresan a la Procuraduría del Estado en lo 
Contencioso Administrativo es muy amplio y va desde una simple multa de tránsito, pasa por licitaciones, como la de la Playa de 
Contenedores y el Hipódromo de Maroñas, hasta la destitución de un Magistrado e, incluso, los asuntos relativos a los bancos en 
liquidación. 


En consecuencia, en base a lo expuesto por mis compañeros, consideramos de justicia que no se nos desequipare y que 
quedemos integrados y equiparados, como siempre, al Poder Judicial. 


Eso es todo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que el tema ha quedado claro para todos los señores Senadores, lo que no quiere decir 
que lo podamos resolver. 


SEÑORA RODRIGUEZ.- Ojalá que sí. 

SEÑOR BARTABURU.- Quedamos agradecidos por habernos recibido. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 

(Así se hace. Es la hora 20 y 11 minutos.) 

Material proporcionado por funcionarios abogados del Escalafón "N" de la Procuraduría del Estado en lo Contencioso 


Administrativo 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


